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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

ACUERDO PLENARIO N.0 04-2019/CIJ-116 

BASE LE(iAL: Artículo 433.4 del Código Procesal Penal 
ASUNTO: Absolución, sobreseimiento y reparación civil. 

Prescripción y caducidad en ejecución de 
sentencia en el proceso penal 

ima, diez de septiembre de dos mil diecinueve 

os jueces supremos de lo Penal, integrantes de las salas penales Permanente, 
Transitoria y Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en 
Pleno Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el 
siguiente: 

ACUERDO PLENAfilO 

l. ANTECEDENTES

1 °. Las salas penales Permanentes, Transitoria y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en virtud de la Resolución Administrativa número 120-
2019-P-PJ, de veintiuno de febrero de dos mil diecinueve, con el concurso del 
Centro de Investigaciones Judiciales, bajo la coordinación del señor San Martín 
Castro, realizaron el XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de los 
Jueces Supremos de lo Penal - dos mil diecinueve, que incluyó la participación 
respectiva en los temas objeto de análisis propuestos por la comunidad jurídica, a 
través del Link de la Página Web del Poder Judicial -abierto al efecto- al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 116 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial -en adelante LOPJ- y dictar Acuerdos Plenarios concordantes con la 
jurisprudencia penal. 

2°. El XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil diecinueve se 
realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo conformada por dos fases. Primera: la 

vocatoria a la comunidad jurídica y la selecci' los temas del foro de aportes 
con participación ciudada a proponer s pu os materia de análisis que 
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r · 1 necesitan interpretación uniforme y la generación de una doctrina jurisprudencia! 
para garantizar la debida armonización de criterios de los jueces en los procesos 

PODERJUDICIAL 
• •  d. . 1 5 d 1 1 ., 1- . d 1 d Juns icc10na es a su cargo. egun a: a se ecc10n pre 1mmar e temas a canza os
por la comunidad jurídica, designación de jueces supremos ponentes y fecha de 
presentación de ponencias respecto a las propuestas temáticas que presentaron los 
abogados y representantes de instituciones públicas y privadas. 

3°. El 25 de abril último se publicaron en la página web del Poder Judicial los temas 
seleccionados para el debate identificándose ocho mociones: a. Pena efectiva: 
Principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. b. Diferencias hermenéuticas en los 
delitos de organización Criminal y banda criminal, así como y técnicas especiales de 
investigación en estos delitos. c. Impedimento de salida del país y diligencias 
preliminares. d. Absolución, sobreseimiento y reparación civil, así como 
prescripción y caducidad en ejecución de sentencia en el proceso penal. e. Prisión 
reventiva: presupuestos, así como vigilancia electrónica personal. f. Problemas 
oncursales en los delitos de trata de personas y explotación sexual. g. Viáticos y 

peculado. h. Actuación policial y exención de responsabilidad penal. 
oo En la sesión del 28 de mayo de 2019, se seleccionaron a las personas e 
instituciones que harían uso de la palabra en Audiencia Pública. 

4°. Han presentado, a través de la página web del Poder Judicial, informes en 
relación a la Absolución, sobreseimiento y reparación civil. Prescripción y 
caducidad en ejecución de sentencia en el proceso penal, los siguientes: 

1. Zoraida A valos Rivera, Fiscal de la Nación
2. Percy García Cavero, por el Instituto de Ciencia Procesal Penal (INCIPP)
3. Sonia Raquel Medina Calvo, Procuradora de la Pública Especializada en

Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas.
4. Ingrid Díaz Castillo y Gilberto Mendoza del Maestro, docentes de la

Pontificia Universidad Católica del Perú.
5. Amado Daniel Enco Tirado, Procurador Público Especializado en Delitos de

Corrupción de Funcionarios.
6. Edgardo Salomón Jiménez Jara, abogado.

5°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la Audiencia Pública que se 
realizó el martes 9 de julio de 2019. Hicieron uso de la palabra: 1. Amado Daniel 
Enco Tirado, Procurador Público Especializado en Delitos de Corrupción de 
Funcionarios. 2. Ingrid Díaz Castillo, docente de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú. 

6°. La ra etapa residió, primero, en la ses� reservada de análisis, debate, 
e 1beración de las ponen9ias; y, segundo, en 1/ vot1 ción Y---- tención del númer 

conforme de tos nec arios, or lo que, eif la fi cha/s rdó pronunciai el 
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Acuerdo Plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la 
LOPJ, que faculta a las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la 
República a pronunciar resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar y 
definir criterios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento en 
todas las instancias judiciales. d
7°. Han sido ponentes los señores SAN MARTÍN CASTRO, CASTAÑEDA ÜTSU y 
GUERRERO LÓPEZ. 

11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ l. TEMAS PROBLEMÁTICOS MATERIA DE ANÁLISIS

8°. El presente Acuerdo Plenario tiene el cometido de brindar pautas hermenéuticas 
claras en relación a dos temas complejos: (i) en primer lugar, los parámetros 
jurídicos para la imposición de la reparación civil en caso de absolución o 
sobreseimiento; y, (ii) en segundo lugar, la aplicación de la prescripción o la 
caducidad respecto a la exigibilidad de la reparación civil y, en su caso, sus 
respectivos límites temporales. 
oo El factor común en ambos temas es la satisfacción de la pretensión indemnizatoria 
para la víctima, habida cuenta que un ilícito penal puede generar un ilícito civil. Es 
por ello que el artículo 92 del Código Penal -en adelante, CP- estatuye: "La
reparación civil se determina conjuntamente con la pena", y el artículo 93 del CP establece 
que "La reparación civil comprende: J. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su
valor; y 2. La indemnización de los daños y perjuicios". 

9°. En los debates sobre esta materia, también es trascendente -de inicio- tener 
p esente que, en el viejo proceso penal, se asumió restricciones para asegurar y 
s tisfacer en el proceso penal el objeto civil al concebírselo como una pretensión 

eramente accesoria, con lo que se le puso trabas a la víctima con merma de la 
arantía de tutela jurisdiccional, no obstante constituir un fin constitucionalmente 

¡televante, contemplado en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución. Al 
i respecto, ALBERTO BINDER sostiene que: 

"En el marco del derecho penal de tipo infraccional, donde prima la relación 
obediencia-desobediencia, que se expresa, entre otras manifestaciones, en el 
monopolio de la acción por parte del Ministerio Público (acción pública) se 
desplaza, como hemos visto, a uno de los sujetos naturales del proceso (la 
víctima) y se presupone que toda gestión de lo público debe ser una gestión 
estatal (principio, en definitiva, de raíz totalitaria). Por eso, frente a sistemas 
· · iales que se han configurado desde la � c ón pública y supuestos intereses
generales de tipo bstr c , una fuerte /inc rporac · ' - e la víctima y la
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adopción de la idea de gestión social de bienes públicos, abre nuevas 
perspectivas, totalmente contradictorias con la tradición inquisitorial [ ... ]" 1

•
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10°. En este sentido, GARCÍA PABLOS DE MOLINA, con cita de HASSEMER, -citado a 
su vez por CUAREZMA TERÁM- puntualizó que: 

"[ ... ] desde los más diversos ámbitos del saber se ha llamado la atención sobre 
el desmedido protagonismo del delincuente y el correlativo abandono de la 
víctima, se ha dedicado exclusivamente a la persona del delincuente todos los 
esfuerzos de elaboración científica, tiempo, dinero, hipótesis, investigaciones 
sin preocuparse apenas de la víctima de los delitos"2

•

11°. En esa misma línea de análisis, BOVINO indicó que: 
"A través de la persecución estatal, la víctima ha sido excluida por completo 
del conflicto que, se supone, representa todo caso penal. Una vez que la 
víctima es constituida como tal por un tipo penal, queda atrapada en el mismo 
tipo penal que la ha creado. Para ello, el discurso jurídico utiliza un concepto 
específico, el concepto de bien jurídico"3

•

12°. Por su parte ZAFFARONI, Eugenio Raúl, con su reconocido sentido crítico, acotó 
que: 

"En el mundo penal la lesión la sufre el señor (Estado, república, monarca, el 
que manda) y la víctima es solo un dato, una prueba, que si no se aviene a serlo 
se la obliga y coerciona incluso con el mismo trato que su ofensor. En síntesis: 
el ofensor no es la persona que ofendió sino un constructo de la retórica 
alquímica del derecho penal, y la víctima no es la persona ofendida, sino un 
dato que es menester aportar al proceso; la víctima no es una persona, es una 
prueba"4

• 

0
• En nuestro medio, RODRÍGUEZ DELGADO refirió que:

"En el proceso penal, históricamente concebido como un mecanismo para la
imposición de un castigo, la víctima no tiene papel alguno que realizar. El

.1 proceso se convierte, no sólo como ya se mencionó, en una tortura para el

1BINDER, ALBERTO: La fuerza de la inquisición y la debilidad de la República. (2006), p. 14. Consultado el 19 de julio de
2019. Recuperado de: http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2006/09/doctrina30866.pdf. 
2 CUAREZMA TERÁM, Sergio: En "La victimología" disponible en: Citado por García Pablos de Melina, en: Manual de 
Criminología, 1988, pág. 43. 
3 BOBINO, ALBERTO: La víctima como sujeto público y el Estado como sujeto sin derechos. (p. 11). Fecha de consulta 23 
de julio de 2019 de la siguiente página web: 
http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2006/05/doctrina30779.pdf 
4 ZAFFARONI, EUGENIO RAÚL, Prólogo, en: MESSUTI, ANA, El tiempo como pena, Campomanes Libros, Buenos Aires, 
2001, p. 7-8. Cit do por REYNA ALFARO, LUIS MIGUEL, Estudio Final: La víctima en el sistema penal, en A.A.V.V., La 
Víctima istema Penal - Dogmática, proceso y política crim1

7.J
nal, ditorial Jurídica Grijley, Lima 2006, p. 104. 

( · élo por Y A VAR UMPIÉRREZ, FERNANDO. Aproximación victimológic al onjlicto penal. Fecha de consulta 23 de julio
e 2019 de la siguiente pág· a eb: 

htt s://www.revista·uridic onli .com/w -o6nte u loads/2009/09/2 • 4 a oxi acion · · olo ica . d 
4 
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procesado, sino también en una tortura para la víctima. Esto debido a que a 
través del proceso se busca lograr la verdad material, lo cual en la gran 
mayoría de casos es imposible, generando tan sólo un grado de insatisfacción 
total en la víctima"5

•

j 

� 

14°. Es por eso que, también a nivel de la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos -en adelante, CoIDH-, se han expedido sentencias que 
procuran revertir esta situación -tradicionalmente desatendida para las víctimas­
que se reflejó usualmente en fallos (a nivel de derecho interno) que consignaban 
reparaciones civiles insignificantes, simbólicas o ínfimas, al punto que incluso 
hacían menc10n, ilegalmente, como factor determinante, la situación 
socioeconómica del responsable. Todo ello, a su vez, fue el resultado de una escasa 
preocupación institucional en relación al martirologio procesal y la justificada 
sensación de injusticia derivados del daño causado. 

15°. Asimismo, el Juez CAN<;ADO TRINDADE en su voto razonado en el caso "Niños 
e la Calle"6 señaló que: «[ e ]s el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

quien clara y decididamente ha rescatado la posición central de las víctimas en el 
Derecho Internacional, por cuanto se encuentra orientado hacia la protección de la 
persona humana y a atender sus necesidades»7

•

/ oo Empero, más allá de una reflexión muy general, es de tener en cuenta que la
1/ víctima es, ante todo, un sujeto de derechos, ligado a intereses civiles y criminales,

como, asimismo, a su tranquilidad, a su vida privada y a su intimidad8
• Y, a tal fin 

debe orientarse tanto el Derecho en sus diversas ramas -en especial, civil, penal y 
procesal-. 

0
• Precisamente sobre la problemática de la reparación civil y las pretensiones del

E tado, Ingrid DÍAZ CASTILLO informó en este Pleno que: 
"De acuerdo con el documento denominado «Información Estadística de la 
Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción de diciembre del 
2018», en la actualidad dicho órgano interviene en 40759 casos en los que 

5 RODRÍGUEZ DELGADO, Juuo A.: La víctima en el olvido. Fecha de consulta 23 de julio de 2019 en la siguiente página
web: http:/ /revistas.pucp.edu.pe/i ndex.php/iusetveritas/article/download/15 54 7 /15997 
6 Co!DH, Caso de los Niños de la Calle (Villagrán Morales y Otros vs. Guatemala) Reparaciones (Art. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 26 de mayo de 2001; Voto Razonado del Juez A. A. Can¡;:ado 
Trindade, Párr. 16. Ver además A.A. CAN<;ADO TRINDADE, "Las Cláusulas Pétreas de la Protección Internacional del Ser 
Humano: El Acceso Directo de los individuos a la Justicia a Nivel Internacional y la intangibilidad de la Jurisdicción 
Obligatoria de los Tribunales Internacionales de Derechos Humanos", en El Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos en el Umbral del Siglo XXI-Memoria del Seminario (Noviembre de 1999), tomo I, San José de Costa 
Rica Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2001, pp. 3-68. 
7 Caso de los Niños de la Calle (Villagrán Morales y Otros vs. Guatemala) Reparaciones (Art. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 26 de mayo de 2001. Voto Razonado del Juez A.A. Can¡;:ado 
Trindade, · . 5. 
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ci 

persigue una reparación civil a favor del Estado derivada de delitos contra la 

Administración pública. Del universo de casos, 7553 se tramitan en Lima, 
4636 en Loreto, 1695 en Puno, 1671 en Arequipa, 1474 en La Libertad, 1457 
en Lambayeque, 1379 en Piura, 1367 en Cajamarca, 1145 en Huánuco, 1121 
en San Martín, 1040 en lea, 889 en Moquegua, 854 en Paseo, 765 en 
Apurímac, 750 en Tumbes, 709 en Tacna, 639 en Amazonas, 580 en Madre de 
Dios, 522 en el Callao y 488 en Huancavelica [ ... ]. En cuanto a la reparación 
civil, el documento mencionado señala que el monto impuesto a diciembre del 
2018 asciende a S/ 1 638 588 128.13 (mil seiscientos treinta y ocho millones 
quinientos ochenta y ocho mil ciento veintiocho soles con trece céntimos). De 
este valor, se ha cobrado S/ 92 712 223.47 (noventa y dos millones setecientos 
doce mil doscientos veintitrés soles con cuarenta y siete céntimos). Así, resta 
por cobrar S/ 1 545 875 904.66 (mil quinientos cuarenta y cinco millones 
ochocientos setenta y cinco mil novecientos cuatro soles con sesenta y seis 
céntimos)"9

• 

De igual manera, destacando la deuda pendiente de cobro por concepto de 
araciones civiles a favor del Estado, refirió que: 

"A pesar de los esfuerzos realizados, cabe notar que, a diciembre de 2018, se 
ha cobrado solo el 5,65% del monto total impuesto por concepto de reparación 
civil derivado de procesos penales por delitos contra la Administración 
pública, estando pendiente el 94,35%. Esta situación no hace más que 
reafirmar la importancia de poner en marcha esfuerzos para efectivizar el cobro 
de las reparaciones civiles, evitando el uso de mecanismos destinados a 
imposibilitar dicha labor" 1º.

17°. Por su parte el Procurador Público Especializado en delitos de corrupción de 
funcionarios, ENCO TIRADO, en la ponencia 11 presentada a este Pleno apuntó que: 

/ 

"Según cálculos de la Contraloría General de la República, recogidos por la 
Comisión de Integridad, los corruptos le roban al Estado aproximadamente 12 
mil millones de soles al año. 
Cuando los casos de corrupción son judicializados y éstos terminan en 
sentencias condenatorias, el perjuicio causado al Estado se mide en la 
reparación civil fijada a favor del Estado. Según sentencias registradas a partir 
de los casos Fujimori-Montesinos, el perjuicio ocasionado al Estado a
diciembre del 2018 es de S/1,623,659,728.13 con una cantidad de 5,808 casos 
en ejecución de sentencia a nivel nacional". 

9 DiAZ, I. & MENDOZA, G.: (2019). ¿Caducidad o prescripción? De la reparación civil en los casos de sentencias 
derivadas de procesos penales por delitos contra la Administración pública en el ordenamiento jurídico peruano. 
Derecho PUCP, 82,2019, pp. 414-416. 
10 IBÍDEM (p. 418).
1l ENCO, DO - PROCURADURÍA PÚBLICA ESPECIALIZADA EN DELITO DE C RRUPCIÓN DE FUNCIONARIOS: La aplicación

s institutos civiles de la pre cri ción y cad. cidad en los casos r(e ejecz ión de sentencia de reparación civil en un
proceso penal. Ministerio de Ju icia Derech umanos, Lima, 20,19. 
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18°. De todo lo anterior se advierte la pertinencia de que se aborden en el presente 
Acuerdo Plenario los dos temas problemáticos indicados, referidos a la necesidad de 
garantizar la tutela jurisdiccional también para el agraviado en el proceso penal. Es 
de enfatizar, de un lado, que el artículo IX, apartado 3, del Título Preliminar del 
Código Procesal Penal prescribe que la víctima tiene derechos procesales autónomos 
de información y de participación procesal, así como de protección y de trato acorde 
con su condición; y, de otro lado, que el artículo 11 del citado Código reconoce al 
perjudicado por el delito una pretensión propia referida a la reparación civil -en 
concordancia con el artículo 93 del Código Penal-, cuya autonomía incluso se 
distancia del resultado del objeto penal (artículo 12, apartado 3, del Código Procesal. 
Penal), de suerte que el citado artículo 93 del CP se vio ampliado en su objeto: la 
reparación civil no solo se impone cuando se dicta una sentencia condenatoria, sino 
ue puede fijarse autónomamente. 

9°. La víctima, en el proceso penal, tiene derechos propios, en tanto la concepción 
ue asumió el Código Procesal Penal es la de erigirse en un instrumento para 

resolver conflictos sociales en los cuales la víctima es, precisamente, uno de los 
protagonistas. La víctima no solo tiene derechos econonncos -como 
tradicionalmente se ha entendido-, esto es, a una reparación efectiva e integral por 

( / los daños infligidos por la conducta atribuida al imputado, sino también a una plena 
tutela jurisdiccional de sus derechos y concebirse su intervención y derechos como 
una protección integral garantía efectiva de su dignidad --derechos materiales y 
derechos procesales-. 
oo En tal virtud, la víctima en sede procesal penal tiene (i) el derecho a conocer de 
las actuaciones del procedimiento penal y a que se le instruyan de sus derechos; (ii) 
1 derecho de participar en el proceso --en el curso de las diligencias procesales-, a 

intervenir en las decisiones que le afecten, a constituirse en actor civil sin cortapisa 
alguna, a impugnar o interponer remedios procesales y, en su caso, el derecho a la 
protección si su integridad se ve amenazada -en su conjunto, derecho a la protección 
judicial-; y, (iii) el derecho a obtener la debida_tutela jurisdiccional de sus derechos 
materiales o sustantivos, lo que importa, obviamente, (1) el derecho a la verdad -a 
conocer lo que en efecto ocurrió y tener legitimidad para instarlo y reclamar por su 
efectiva concreción-, (2) el derecho a la justicia -es decir, derecho a que no haya 
impunidad, en tanto el Estado tiene la obligación constitucional de respeto y garantía 
plena de los derechos humanos- y (3) el derecho a la reparación integral.

oo Esta concepción, sin duda alguna, importa replantear una serie de conceptos 
tradicion ente entendidos y aplicados, y asumir una opción en pro de hacer 
�eet1·rvos los derechos materiales y procesales de víctima del delito, tanto del

I 

ofendido por el delito como por el P,erjudicado por �l 
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1 § 2. RÉGIMEN JURÍDICO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN EL PROCESO PENAL
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20°. Sobre la determinación de la reparación civil, el artículo 92 del CP, modificado 
por la Ley 30838, de 4 de agosto de 2018, estatuye que "la reparación civil se determina 
conjuntamente con la pena y es un derecho de la víctima que debe efectivi,zarse durante el tiempo que 
dure la condena. El juez garantiza su cumplimiento". Esta norma contiene el principio­
garantía para el sistema judicial de la necesidad del debido cumplimiento de la 
reparación civil como parte de la garantía de tutela jurisdiccional de la víctima. 

J 
oo El citado precepto material se basa en la idea del contexto objetivo: cuando surgen 
en un delito pretensiones jurídicas patrimoniales -es lo común, diríamos nosotros­
entonces es adecuado culminar con las pretensiones indemnizatorias de la víctima ya 
en el proceso penal, para evitar un trabajo doble, pero también para evitar decisiones 
contradictorias; con esto se tienen en cuenta los intereses de loa afectados en una 
reparación 12• 

oo Ahora bien, la referida cláusula del Código Penal, en cuanto causa de la 
obligación de reparar, responde realmente, como enseña SAINZ-CANTERO, al mismo 
conflicto previsto en el artículo 1969 del CC: la lesión cierta a un interés privado e 
individualizable. Un daño imputable objetivamente a una conducta y subjetivamente 
al autor de esa conducta. El daño civil se manifiesta como conflicto de relevancia 
social y de especiales características a las que ha de responder la configuración de la 
obligación reparatoria que como reacción se ordena 13•

21° . Bajo el sub título de "ínextínguibilidad de la acción civil", el artículo 100 del 
Código Pernal prescribe que "la acción civil derivada del hecho punible no se extingue 
mientras subsista la acción penal" . 

.-.. .... 0 ...... El Código Procesal Penal -en adelante, CPP- regula a la acción civil en los
sigui ntes términos: 

rtículo 11. Ejercicio y contenido 
l. El ejercicio de la acción civil derivada del hecho punible corresponde al

1 Ministerio Público y, especialmente, al perjudicado por el delito. Si el
perjudicado se constituye en actor civil, cesa la legitimación del Ministerio 
Público para intervenir en el objeto civil del proceso. 
2. Su ámbito comprende las acciones establecidas en el artículo 93 del Código
Penal e incluye, para garantizar la restitución del bien y, siempre que sea
posible, la declaración de nulidad de los actos jurídicos que correspondan, con
citación de los afectados.

12 ROXIN, CLAUS - SCHÜNEMANN, BERND: Derecho p ·ocesal Penal, Edici es idot, Buenos Aires, 2019, pp. 735-736.
• 13 SÁINZ-CANT RO CAPARRÓS, Editorial Comares, Granada, 1997, p. 4. 



PODER JUDICIAL 

Artículo 12. Ejercicio alternativo y accesoriedad 

l. El perjudicado por el delito podrá ejercer la acción civil en el proceso penal
o ante el Orden Jurisdiccional Civil. Pero una vez que se opta por una de ellas,
no podrá deducirla en la otra vía jurisdiccional.
2. Si la persecución penal no pudiese proseguir, ya sea que se disponga la
reserva del proceso o se suspenda por alguna consideración legal, la acción
civil derivada del hecho punible podrá ser ejercida ante el Orden Jurisdiccional
Civil.
3. La sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento no impedirá al órgano
jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del hecho punible
válidamente ejercida, cuando proceda.

23°. En lo que constituye una de las normas más trascendentes sobre la reparación 
civil, en la medida en que se consagra la supletoriedad del Código Civil -en 

delante, CC-, el artículo 1 O 1 del CP establece que "la reparación civil se rige, además, 
or las disposiciones pertinentes del Código Civil". Esto significa que todo lo que 

corresponde al daño derivado de la acción delictiva se evaluará en función a las 
normas sobre responsabilidad civil, puesto que, como se ha sostenido en el Acuerdo 
Plenario 6-2006/CJ-l 16, fundamento jurídico 7: 

"[ ... ] existen notas propias, finalidades y criterios de imputación distintos entre 
responsabilidad penal y responsabilidad civil, aun cuando comparten un mismo 
presupuesto: el acto ilícito causado por un hecho antijurídico, a partir del cual 
surgen las diferencias respecto de su regulación jurídica y contenido entre el 
ilícito penal y el ilícito civil". 

24°. Ahora bien, resulta trascendente determinar el límite temporal de la factibilidad 
para hacer efectivo el reclamo y cobro de la reparación civil. Al respecto, es 

c ario mencionar que, sobre la prescripción y la caducidad, el CC dispone lo 
sigui nte: 

Artículo 1989. La prescripción extingue la acción, pero no el derecho mismo. 
Artículo 2001. Prescriben, salvo disposición diversa de la ley: 
l. A los diez años, la acción personal, la acción real, la que nace de una
ejecutoria y la de nulidad del acto jurídico.

1 2. A los siete años, la acción de daños y perjuicios derivados para las partes de
la violación de un acto simulado.
3. A los tres años, la acción para el pago de remuneraciones por servicios
prestados como consecuencia de vínculo no laboral.
4. A los dos años, la acción de anulabilidad, la acción revocatoria, la acción
indemnizatoria por responsabilidad extracontractual y la que corresponda
contra s representantes de incapaces derivada del ejercicio del cargo.
. . 1 los quince años, la acción que proviene e p nsión alimenticia.
Ar culo 2003. La <lucida e ·ngue el der cho la acción correspondiente. / 
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Artículo 2004. Los plazos de caducidad los fija la ley, sm admitir pacto 
contrario. 

§ 3. NATURALEZA JURÍDICA DE LA ACCIÓN CIVIL EX DELICTO

25°. La acción civil ex delicto 14 es ejercida dentro del proceso penal, procurando una 
reparación del daño causado por la comisión del delito. Según SAN MARTÍN 
CASTRO: 

"El delito es una especie de acto ilícito. La conducta que la ley penal califica 
de delito es a la vez fuente de obligaciones civiles si lesiona derechos 
subjetivos o intereses protegidos privados [GÓMEZ ÜRBANEJAIHERCE 
QUEMADA]. [ ... ] La acción, en rigor, no es ex delicto, sino ex damno. [ ... ] La 
acción civil es independiente a la penal -aunque los hechos históricos 
coincidan en parte en su decurso natural, que no jurídico-, esa independencia 
es la que supone que la legitimación se establezca en atención a la acción 
ejercida. Así, por ejemplo, la inexistencia del delito, por cualquier causa, no 
entraña necesariamente la de la acción civil"15

•

oo Concretando estas ideas, cabe enfatizar, siguiendo a CORTÉS DOMÍNGUEZ, que es 
evidente que del delito no nace la acción civil, como tampoco hay obligaciones 
civiles que nazcan de los delitos. Esa responsabilidad no nace porque el hecho sea 

/ delito, sino porque el hecho produce el daño o porque el implica un menoscabo
( patrimonial a la víctima 16• La relación jurídica material, siempre, es de derecho 

privado y participa del carácter dispositivo de las acciones reguladas en la Ley 
procesal civil. No pierde su naturaleza civil por el hecho de ser ejercitada en el 
proceso penal y solo podrá iniciarse a instancia de parte. Su contenido y extensión 
han de calibrarse con arreglo a la normativa civil aplicable, siempre que no exista un 

pecial precepto penal que modifique su régimen 17•

Asimismo, destacan Coso-VIVES, amparándose en MANTOVANI, que el daño 
r sarcible, o daño civil, es distinto del que pudiera denominarse daño penal. Este 
' timo se halla constituido por la ofensa al bien jurídico, mientras que el primero 

14 La acción civil ex delicto, según el DICCIONARIO DEL ESPAÑOL JURÍDICO de la Real Academia Española es "Cause a 
través del cual se pretende ante los tribunales penales la restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización 
de perjuicios causados por el hecho punible. La acción civil ha de entablarse juntamente con la penal por el Ministerio 
Fiscal, haya o no en el proceso acusador particular; pero si el ofendido renunciare expresamente a su derecho de 
restitución, reparación o indemnización, el Ministerio Fiscal se limitará a pedir el castigo de los culpables". Recuperado 
de https://dej .rae.es/lema/acción-civi !-ex-delicto. 
15 SAN MARTÍN CASTRO, CÉSAR: Derecho procesal penal. Lecciones, Editorial INPECCP - CENALES - Juristas Editores, 
Lima, 2015, pp. -267. 
16 Co OMÍNGUEZ, VALENTÍN y otros: Derecho Procesal Penal, Sva. ;ción, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 

17, p.175. 
17 Véase, entre otras, Sentencia d orce de enero. 
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consiste en las pérdidas patrimoniales y en los sufrimientos de toda índole padecidos 
por la víctima 18•

oo Los fines de la sanción penal y de la reparación del daño son diferentes. En el 
primer caso, persiguen primordialmente, aunque no exclusivamente, fines 
preventivos ---evitar futuros delitos-. Por el contrario la responsabilidad civil busca 
únicamente reparar el daño causados a los perjudicados. Son, pues, dos obligaciones 
autónomas, con presupuestos, contenido y finalidades distintos. 

26°. La acción civil ex delicto en el proceso penal, ejercitada por el perjudicado por el 
delito o, en su defecto, por el Ministerio Público -supuesto en el que, enseña 
GIMENO SENDRA, actúa mediante legitimación derivada o por sustitución19

-, genera 
un proceso civil acumulado al proceso penal, una acumulación heterogénea de 
acciones (penal y civil), bajo propios criterios de imputación jurídica. El perjudicado 
por el delito tiene la potestad, indistinta, de incoar la acción civil en el proceso penal 

recurrir al proceso civil, como dispone el artículo 12, apartado 1, del CPP. La 
elación entre objeto penal y objeto civil estriba en que se trata unos mismos hechos 
ometidos por una misma persona ( dos objetos interrelacionados en un mismo 
rocedimiento ), a partir de los cuales se fijan las consecuencias jurídicas que cada 

Derecho material prevé. La opción de acudir a una u otra vía (proceso penal o 
proceso civil) fija, por tanto, una litis pendencia -de ahí, que salvo excepciones 
legalmente previstas, escogida una vía se cierra la otra (artículo 12, apartados 1 y 2, 
del CPP)-. 
oo El fundamento de la denominada "responsabilidad civil ex delicto" lo constituye el 
menoscabo material o moral producido por la actuación ilícita -las singularidades de 
antijuricidad y tipicidad específicas de lo penal en ningún caso caracterizan la 
obligación de reparar a la que nada añaden dichas circunstancias-. La obligación de 
reparar nace como consecuencia de la producción de un daño ilícito y atribuible al 
sujeto mediante el oportuno criterio de imputación. En cuanto al contenido de la 
obligación, en la responsabilidad civil pura como en la ex delicto lo único que se 
comprende es el restablecimiento del desequilibrio patrimonial que la infracción ha 
ocasionado; y, ambas responden a una única finalidad, que no es otra que la de 
atender a un interés privado como es el de reparar el menoscabo patrimonial o moral 
producido en la esfera jurídico-privada de un sujeto particular. Luego, la 
responsabilidad civil ex delicto y la extracontractual son una única institución, y su 
eje ricio importa una única acción civil, aunque con la posibilidad de un concurso de 
normas -las del Código Civil y las reguladas en el Código Penal-20•

18 Coso DEL ROSAL /VIVES ANTÓN: Derecho Penal - Parte General, Sta. Edición, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia,
1999 67"-968. 

GIMENO SENDRA, VICENTE: Derecho Procesal Penal, 2da Edición, E 1toria Civitas, Pamplona, 2012, p. 321. 
20 ARNAIZ SERRANO, AMAYA: Las partes civiles ' torial irant lo Blanch, Valencia, 2006, pp.61-67. 
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acumularse en el proceso penal tres: la restitución de la cosa, la reparación del daño 
causado y la indemnización de perjuicios derivados de la comisión de ese hecho21

•

Se trata, entonces, de las prestaciones estrictamente necesarias para reparar el daño 
causado a los particulares. 
oo La acción penal y la acción civil derivadas del hecho delictivo tienen una 
indudable autonorrúa, sin que por tanto la respuesta penológica de la norma penal 
condicione ni afecte, en su caso, ni la existencia ni a la cuantía de la correspondiente 
obligación indemnizatoria. Por consiguiente, la responsabilidad civil "ex delicto",

cualquiera que sea la vía procesal elegida para su reclamación no exige para su 
efectividad que la prueba de la existencia del daño o del perjuicio causados por los 
hechos perpetrados22

• Incluso, como el Código Procesal Penal reconoce, la 
perspectiva civil del hecho objeto del proceso permite apreciar y calificar sus efectos 
que los mismos se deriven de manera plenamente autónoma, ya que fuera del 
upuesto de declaración de que el hecho no existió, esto es, salvo el caso de 
eclararse probado que el acto o la omisión no existió objetivamente, el órgano 

jurisdiccional tiene facultad no solamente para encuadrar el hecho específico en el 
ámbito de la culpa extracontractual, sino también para apreciar las pruebas obrantes 

(¡en juicio y sentar sus propias deducciones en orden a la realidad fáctica23
•

oo En cuanto a los crit¡zrios d¡z imputación civil, se tiene: (i) que la tipicidad, que 
constituye el presupuesto esencial para que surja la responsabilidad penal, falta por 
completo en la responsabilidad civil ex delicto; (ii) que si bien la antijuricidad es 
presupuesto ineludible en ambas clases ilícitos, la concmTencia de la tipicidad en la 
infracción penal y su ausencia en el ilícito civil determina que en cada una de esas 
disciplinas jurídicas la contrariedad al derecho tenga un significado distinto -en 
Derecho civil basta la causación de un daño en intereses jurídicos ajenos-; (iii) que 
la concurrencia de dolo o culpa constituye presupuesto común, pero no 
imprescindible, de la responsabilidad civil derivada del delito -el Código Civil prevé 
casos de inculpabilidad en los que la obligación privada se mantiene, otros en los 
que la responsabilidad civil recae en persona distinta a la que cometió el delito, y 
finalmente en los que se recogen próximos a la responsabilidad objetiva-; (iv) la 
punibilidad implica, precisamente la posibilidad potencial de aplicar una pena, 
nunca una sanción civil; y, (v) en lo respecta a los presupuestos de la 
responsabilidad privada, el único factor esencial para que concurra el ilícito civil es 
el daño, elemento que, por el contrario, no está siempre presente en el ilícito penal24

•

21 GóMEZ COLOMER, JUAN LUIS y OTROS: Derecho Jurisdiccional 111, proceso penal, 22da. Edición, Editorial Tirant lo
Blanch, Valencia, 2014, p. 124. 
22 Véase, e tre otras: Sentencia del Tribunal Supremo Español 1/2007, de d e enero. 

éase, entre otras: Sentencia del Tribunal Supre Español 936/2006, e di de octubre. 
24 ROIG TORRES, MARGARITA: La reparación del causado por el de to, E itorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 
128. 
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27°. El artículo 12, apartado 3, del Código Procesal Penal, define un marco de 
autonomía para el ejercicio de la acción civil ex delicto respecto de la acción penal. 
Señala, sobre el particular, que "La sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento no 
impedirá al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil derivada del hecho punible 
válidamente ejercida, cuando proceda". El titular de la acción civil es el perjudicado por 
el hecho ilícito, es decir, el que sufrió el daño respectivo, como acota el artículo 11 
del Código Procesal Penal. El Ministerio Público, en estos casos, tiene una 
legitimación derivada o por sustitución procesa125

• Por tal razón, es que el artículo 
11, numeral 1, del citado Código estipula que "[ ... ] si el perjudicado se constituye en actor 
civil, cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del proceso". 

8°. Como se trata de una acción civil, de derecho privado, rige el principio de 

ogación o dispositivo. Solo puede mediar un pronunciamiento civil en la resolución 
udicial si ha sido pedida por la parte legitimada ( artículo 98 del Código Procesal 

Penal). Empero, en caso de sobreseimiento, si no existe actor civil constituido en 
autos, es evidente, al mediar distintos criterios de imputación para definir la 

¡responsabilidad civil, que corresponde, previamente, instar al Fiscal -si no lo
1
11 hubiera hecho- una definición específica sobre este ámbito -no se le obliga que 

requiera una reparación civil, sino que se pronuncie sobre ella-. 
oo Recuérdese que se trata de una acumulación heterogénea de acciones, penal y 
civil -salvo renuncia expresa del perjudicado por el daño o su precisa indicación de 
que accionará en la vía civil en un proceso independiente-, por lo que es pertinente 
exigir que la requisitoria del fiscal, si no se incorporó el perjudicado como actor 
·vil, sea integral; esto es, comprenda lo penal y lo civil. En caso exista actor civil

c nstituido en autos, ante el requerimiento no acusatorio, y más allá de la oposición 
e pueda plantear contra este ámbito del proceso jurisdiccional, tendrá que 

edírsele, igualmente, un pronunciamiento expreso acerca del objeto civil, para 
ometerlo a contradicción. 

29
°. La garantía de tutela jurisdiccional de la víctima debe ser respetada en el 

proceso penal, bajo un sistema como el francés -que sigue nuestro Código Procesal 
Penal- que prevé el proceso civil acumulado al penal. Lo que el nuevo Estatuto 
Procesal matiza es que el Fiscal es, como se apuntó, un sustituto derivado que solo 
intervendrá en el objeto civil cuando el perjudicado decide formalmente no 
introducir la pretensión civil o indica expresamente que ejercerá la acción civil en un 
proceso civil aparte (artículo 12, apartado 1, del Código Procesal Penal). Por ende,, 

25 GIMENO SENDRA, VICENTE: Derecho Procesal Pen toria Civitas, Pamplona, 2015, p. 321. 
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salvo estas excepciones, el ejercicio de la acción civil derivada del hecho punible 
corresponde al Ministerio Público ( artículo 11, apartado 1, primera oración, del 
Código Procesal Penal). 
oo Es obvio que si no existe actor civil constituido en autos, la legitimación activa la 
tiene el Ministerio Público. Por ello, en su requerimiento -acusatorio o no 
acusatorio- debe incorporar una sección dedicada al objeto civil. Corresponde al 
juez, como titular de la función jurisdiccional y garante del cumplimiento de los 
presupuestos procesales respectivos, examinar la requisitoria escrita del fiscal y, en 
su caso, de oficio, devolverla si falta un planteamiento explícito sobre este ámbito 
civil. Es claro que si el fiscal pide una reparación civil, a pesar del requerimiento de 
sobreseimiento, debe ofrecer la prueba pertinente para su actuación, bajo el principio 
de contradicción, en el juicio oral. 
oo No existen mayores inconvenientes cuando la requisitoria escrita del fiscal es 
acusatoria. Si el perjudicado no se constituyó en actor civil, el fiscal debe introducir 
motivadamente la pretensión civil ( causa de pedir y petición), con la solicitud 
probatoria que corresponda -el derecho indemnizatorio de la víctima debe ser 
garantizado en todo momento-. El órgano jurisdiccional garantizará un debate 
contradictorio al respecto y en la sentencia, así emita una absolución penal, también 
debe pronunciarse sobre el objeto civil; no hacerlo importará una vulneración del 
principio de exhaustividad. 

( / 30°. No es obstáculo a todos estos efectos que no existan reglas más precisas en el 
Código Procesal Penal. Este Cuerpo de Leyes, unido al Código Penal, incorporó dos 
directivas legales fundamentales: (i) la autonomía de la acción civil frente a la penal; 
y, (ii) la necesidad de un pronunciamiento expreso sobre la materia. Se reconoce, 
por tanto, la posibilidad real de que pese a un sobreseimiento o una absolución -en 

ción a los diferentes criterios de imputación del Derecho penal y el Derecho 
Ci il- corresponda imponer una reparación civil. 
oo n la ¡ztapa int¡zrm¡zdia, en la audiencia preliminar respectiva, será de rigor cuidar 
q las partes se pronuncien sobre el particular y, en su caso, que se ofrezcan las 
p uebas que correspondan (pruebas y contrapruebas) -función de saneamiento 
. rocesal propia de la etapa intermedia-. Es necesario, como ya se indicó, un pedido 

1�xpreso de la parte legitimada, un trámite contradictorio y una decisión específica 
del órgano jurisdiccional sobre el objeto civil, al igual que sobre el objeto penal. 

31°. La competencia funcional para definir, con la intervención de las partes 
legitimadas, las bases de la pretensión civil -admisibilidad y procedencia- y la 
admisión de los medios de prueba corresponden, como es lógico, al Juez de la 
Investigación Preparatoria en cuanto tiene el señorío de la etapa intermedia. Acto 
seguid ecisión acerca de la fundabilidad o no d 1 reparación civil incumbe al 

ez Penal en el curso de la audiencia correspon ient . Si el Fiscal introdujo la 
pretensión penal y la pr tens · ón ci Juez Penal, unipersonal 9 

14 
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colegiado, corresponderá decidir al Juez Penal competente según la entidad del 
delito acusado (confróntese.: artículo 28, numerales 1 y 2, del CPP). Empero, si 
clausurada la pretensión penal tras el auto de sobreseimiento y, por tanto, admitida y 
declarada procedente, cuando sea de rigor, la pretensión civil en la etapa intermedia 
-con la definición de los medios de prueba que deberán actuarse-, es de reiterar que
en el acto oral solo se debatirá -actuación probatoria y alegación sobre ella- la
pretensión civil -con la intervención como parte demandante del actor civil o, en su
defecto, del Ministerio Público, según correspondiere-. En estos casos la
competencia funcional siempre estará a cargo del Juez Penal Unipersonal, que es la
pauta seguida en la justicia civil: solo un juez conoce en primera instancia de la
pretensión civil.

§ 5. SEGUNDA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA: PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD EN

EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN EL PROCESO PENAL 

32°. La prescripción y la caducidad son instituciones de derecho sustantivo, en 
virtud de las cuales, por el transcurso del tiempo, se generan diversos efectos 
jurídicos. Ambos institutos están regulados en el Libro VIII del CC. 

33°. La prescripción es una institución jurídica mediante la cual una persona se 
libera de obligaciones o adquiere derechos por el transcurso del tiempo26. La 

{/caducidad, en cambio, es «aquel instrumento mediante el cual el transcurso del tiempo
extingue el derecho y la acción correspondiente en razón de la inacción de su titular durante el plazo 
prefijado por la ley o la voluntad de los particulares». 27

34°. Ahora bien, respecto a la prescripción de la acción civil derivada de una acción 
penal, SAN MARTÍN CASTRO asevera que: 

"[ ... ] los plazos de prescripción de la acción civil y la acción penal no son 
iguales, lo que confirma su diversa naturaleza. Es más, los dos tienen 
regulaciones normativas propias -la primera, fija un plazo único de dos años, 
según el artículo 2001.4 del CC; mientras que la segunda, supedita la 
prescripción al tiempo máximo de la pena privativa de la libertad-. En todo 
caso, la acción civil derivada de un hecho punible no se extingue; en tanto 
subsista la acción penal (artículo 100 del CP)"28

• 

oo Ha establecido la Casación Civil que el artículo 100 del CP constituye un 
supuesto de interrupción de la prescripción extintiva, de cuyo texto se 

26 HURTADO Pozo, JOSÉ y PRADO SALDARRIAGA, VÍCTOR: Manual de derecho penal T II. 4ta ed., Editorial IDEMSA, 
Lima, 2011, p. 421. 
27 ÜSTERLING DI, Felipe y CASTILLO FREYRE, Mario: "Todo prescri o caduca, a menos que la ley señale lo 
con · · . Revista Derecho y Sociedad, 23, 2 04, pp. 267-274. Recuperado de 
ttp://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoysociedad/article/viewFile/1 895/1 202. En esta misma línea, 

Casatoria, Sala Civil, 1237-2006/La Libertad, publi ada El Peruano de 3 de oct bre de 2006. 
28 Ídem. p. 271 .

• /1 
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desprende que el derecho a la indemnización por responsabilidad 
extracontractual no se extingue mientras se esté tramitando la acción penal 
correspondiente29.

35°. Por su parte, DÍAZ CASTILLO, indica que:

En la propia Exposición de Motivos del Código Civil actual se señala[ ... ]: "Lo 
que la prescripción extingue no es la acción sino la pretensión que genera y deriva del derecho. 
La acción es un derecho subjetivo que conduce a la tutela jurisdiccional mediante su ejercicio 
y, por tanto, no prescribe, lo que debe tenerse en consideración para la interpretación de la 
norma con la que se inicia el tratamiento legislativo de la prescripción extintiva" 
(REVOREDO, 2015, p. 898)3º

.

6°. Según ARIANO DEHO:
En contraposición con la prescripción, la caducidad viene configurada por el 
Código Civil como la extinción de un derecho, cual efecto automático del mero 
transcurso del plazo legal31

•

Ello implica que, en la caducidad, la extinción del derecho es automática por el 
simple transcurso del tiempo, lo que está legalmente establecido en los plazos 
específicos contemplados en el CC32

•

, �/37°. La satisfacción de las expectativas de la víctima en un conflicto penal tiene
relación con el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional y a la dignidad 
humana, constituyendo ambos, fines constitucionalmente relevantes. En forma 
especial en el ámbito público y en el contexto de la lucha contra la corrupción, 
resulta ser también una herramienta muy útil para su prevención. 

38°. La diversidad de tendencias jurisprudenciales se ha producido en el actual
contexto básicamente debido a que, mediante Resolución 144, de 12 de mayo de 
016; y la Resolución 230, de 16 de marzo de 2018, la Segunda Sala Penal 

Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima se pronunció amparando el 
pedido de prescripción y caducidad, respectivamente, de la reparación civil impuesta 
por un condenado. Se ha señalado que dicha reparación caduca transcurridos diez 
años desde la emisión de la sentencia que la impone y, teniendo en cuenta que el 

29 Sentencias de Casación 2502-2014/La libertad, publicada en El Peruano de 30 de marzo de 2016; y, 1822-2013/La
Libertad, publicada en El Peruano de 30 de junio de 2014. 
30 DíAZ. I. y MENDOZA, G.: ¿Caducidad o prescripción? De la reparación civil en los casos de sentencias derivadas de
procesos penales por delitos contra la administración pública en el ordenamiento jurídico peruano. En Derecho PUCP, 82, 
201 9, p. 428 [En prensa] (pie de página 7). 
31 ARIANO DEHO, Eugenia: "Reflexiones sobre la prescripción y la caducidad a los treinta años de vigencia del Código 
Civir'. En: Revista THEMIS. Revista de Derecho, 66, 2014, pp. 329-336. Recuperado de 
revistas.puc u.pe/index.php/themis/article/download/12703/13256.
32 ÜST NG p ARODI, FELIPE y CASTILLO FREYRE, ARIO citan con estas cterísticas a los artículos del ce que pre én 
plazos específicos de la caducidad: 432, 561, 27. , 450, 537, 750, 812, 40 1454, 240, 274, 277, 401 , 414, 668, J:, 9; ·· 
1 784, 1949, entre otros. Ob. Cit., pp. 26 71 . 
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plazo de caducidad no se interrumpe, el actor civil, que en este caso era el Estado, 
no podía requerir su pago, fundamentalmente porque, según su naturaleza dicho 
plazo previsto en el inciso 1 del artículo 2001 del Código Civil es un plazo de 
caducidad33

.

oo De igual manera, en octubre de dos mil quince se llevó adelante un pleno 
jurisdiccional distrital en la Corte Superior de Justicia de Apurímac, en el que se 
resolvió que la prescripción de la ejecución de la reparación civil, una vez cumplido 
el plazo señalado por ley «debe declararse de oficio». Expuso como fundamentos: a) 

el plazo de prescripción está establecido en el artículo 2001, inciso 1, del CC en 
concordancia con el artículo 1 O 1 del CP que se remite a la aplicación supletoria del 
primero; b) en caso de no declararse de oficio la prescripción, se vulneraría el plazo 
razonable y se generaría carga procesal abundante e innecesaria por falta de interés 
de la víctima; e) y, los procesos en ejecución nunca prescribirían distrayéndose los 
recursos humanos del Poder Judicial. 

En sentido contrario, existen también importantes pronunciamientos 
urisdiccionales. Uno de ellos es el proferido en el II Pleno Jurisdiccional 
specializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios realizado en la ciudad de 

Lima los días 17 y 18 de diciembre de 2018, en el que se impuso la primera 
ponencia consistente en que el plazo para exigir el cumplimiento de pago de la 

} / reparación civil "no se puede considerar un plazo de caducidad, sino que constituye
J un plazo de prescripción, en consecuencia, son aplicables las causales de 

interrupción y suspensión de la prescripción extintiva" 
oo A dicha conclusión se arribó debido a que los plazos previstos en el artículo 2001 
del Código Civil "son plazos referidos a la prescripción extintiva de la acción. No 
extinguen el derecho mismo, como sucede con los plazos de caducidad en los que se 
extingue el derecho y acción pertinente, sin que se admita la interrupción ni 
suspensión [ ... ] de conformidad con lo previsto en el inciso 8, artículo 1994 del 
CC"; además, se indica que "el plazo de caducidad es fijado por ley sin admitir 
prueba en contrario de conformidad con el artículo 2004 del CC". 

40°. Para asumir una posición al respecto, es necesario tener en cuenta, en primer 
lugar, el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales, sobre el cual el 
Tribunal Constitucional, en la sentencia O 1797-2010-PA/TC, de 15 de noviembre de 
2010, refirió lo siguiente: 

33 El artículo 2001, inciso 1, del CC establece, como ya se dijo:"
[ ... ] Prescribe , alvo disposición diversa de la ley: l. A los diez años, la acción personal, la acción real, la que nace de 
un oria y la de nulidad del acto jurídico". La consideración sobre si este un plazo de caducidad o de prescripción 
relevante porque el artículo 1996 del Código ivil establece: Se interr p la prescripción por: ( ... ) 2. Intimación p· a ,, 

constituir en mora al deudor. 3 Cita ·' con I manda o por otro acto on el que se notifique al deudor[ ... ]. 
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"l. La satisfacción de este derecho tiene por finalidad que las 
sentencias y resoluciones judiciales no se conviertan en simples 
declaraciones de intención sin efectividad alguna. Ello obedece a que 
el ideal de justicia material, consustancial al Estado Democrático y 
Social de Derecho, que emerge de los principios, valores y derechos 
constitucionales, requiere una concrec10n, no sólo con el 
pronunciamiento judicial que declara o constituye el derecho o impone 
la condena, sino mediante su efectivización o realización material, que 
se logra mediante el cumplimiento de la sentencia en sus propios 
términos. [ ... ] 
15. [ ... ] El incumplimiento inmediato de un mandato judicial, por el
contrario, puede afectar no solo a quien es la parte vencedora en el
proceso (esfera subjetiva), sino también afectar gravemente a la
efectividad del sistema jurídico nacional ( esfera objetiva), pues de qué
serviría pasar por un largo y muchas veces tedioso proceso si, al final,
a pesar de haberlo ganado, quien está obligado a cumplir con el
mandato resultante, no lo cumple; por ello, en tales circunstancias,
estaríamos frente un problema real que afectaría per se el derecho
fundamental a la ejecución de los pronunciamientos judiciales,
contenido de la tutela judicial efectiva"34.

41°. A nivel internacional, a propósito de la trascendencia de este tema, la CoIDH en 
la sentencia del caso Mejía Idrovo vs. Ecuador, de 5 de julio del 2011, estableció lo 
siguiente: 

104. "El proceso debe tender a la materialización de la protección del
derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la
aplicación idónea de dicho pronunciamiento35". Por tanto, "la
efectividad de las sentencias depende de su ejecución. Esto último,
debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga ce1ieza
sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por
ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de
cumplimiento. Lo contrario supone la negación misma del derecho
involucrado"36.

34 En similar sentido, se pronunció el Tribunal Constitucional en la STC O 15-2001-AI/TC, de 29 de enero de 2004. Señaló
textualmente: "11. El derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales no es sino una concreción específica de la 
exigencia de efectividad que garantiza el derecho a la tutela jurisdiccional, y que no se agota allí, ya que, por su propio 
carácter, tiene una vía expansiva que se refleja en otros derechos constitucionales de orden procesal (v. gr. derecho a un 
proceso que dure un plazo razonable, etc.). El derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales garantiza que lo 
decidido en una sentencia se cumpla, y que la parte que obtuvo un pronunciamiento de tutela, a través de la sentencia 
favorable, sea repuesta en su derecho y compensada, si hubiere lugar a ello, por el daño sufrido". 
35 En esta cita, la Co!DH alude a casos similares como Baena Ricardo y otros vs. Panamá Competencia, supra nota 76,
párr. 73; caso Acevedo Buendía y otros (Cesantes y Jubilados de la Contra oría) vs. Perú, supra nota 76, párr. 66, y caso 
Abr· silla y otros vs. Perú, supra nota 19, párr. 75. 
6 En esta cita, la Co!DH alude a otros casos si es como Baena Ric do y tros vs. Panamá. Competencia, supra no 

76, párr. 82; caso Acevedo Jaramillo vs. Perú: pciones preliminar , fond , reparaciones y costas, sentencia del 7 
18 



42°. En el mismo sentido anotó en la SCoDH, del caso Acevedo Jaramillo y otros 

vs. Perú, de 7 de febrero de 2006: 
219. El derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento
jurídico interno del Estado Parte permite que una decisión judicial final
y obligatoria permanezca ineficaz en detrimento de una de las partes.37 

43°. De igual manera, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso 

Hornsby vs. Grecia, del 19 de marzo de 1997, sostuvo que38
: 

"[ ... ] este derecho (de impugnación) sería ilusorio si el ordenamiento 
jurídico interno de un Estado contratante permitiera que una sentencia 

judicial definitiva y obligatoria quedara inoperante en detrimento de una 
parte". 

44°. En consecuencia, puede advertirse con claridad meridiana que la satisfacción de 

las prestaciones establecidas en una sentencia (garantía de ejecución) es esencial 
para el cumplimiento del principio constitucional y convencional de tutela judicial 
efectiva. 

45
º
. En virtud del principio de legalidad, el plazo previsto en el inciso 1 del artículo 

2001 del CC, según el cual prescriben, salvo disposición diversa de la ley, «a los diez 
años, la acción personal, la acción real, la que nace de una ejecutoria y la de nulidad del acto 
jurídico»39

, de ningún modo puede ser considerado un plazo de caducidad. Al ser un 

plazo de prescripción se produce la interrupción por los actos de la parte agraviada 

tendientes a conseguir el pago efectivo del monto de la reparación civil de acuerdo a 
los supuestos de hecho contemplados en el artículo 1996 del CC. 
oo En ese sentido, en forma peculiarmente esclarecedora, ARIANO DEHO, indica que: 

"[ ... ] aunque la ley no lo diga, en los casos de los incisos 1 y 2 del artículo 

()

1 ./ 
1996 el momento de la interrupción coincide, sin solución de continuidad, con 

el momento del reinicio del decurso prescriptorio. Un "reinicio" que puede 

sucederse cuantas veces se produzca alguna de las conductas indicadas en los 
incisos 1 y 2 del artículo 1996, por lo que, en buena cuenta ( clarísimo en las 

relaciones obligatorias) está en las manos de los sujetos de la relación jurídica 

febrero de 2006, párr. 220; y caso Acevedo Buendía y otros (Cesantes y Jubilados de la Contraloría) vs. Perú, supra nota 
76, párr. 72. 
37 Recuperado de http://wv.'W.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 144 esp.pdf. (p. 76).
38 SARMIENTO, Daniel; MIERES MIERES, Luis Javier; y PRESNO LINERA, Miguel Ángel: Las sentencias básicas del Tribunal 
Euro eo rechos Humanos, Editorial Civitas, Madrid, 2007, p. 26. Recuperado de 

ps://personal.us.es/juanbonilla/contenido/C RIBUNAL%20EUR %20DE%20DERECHOS%20HUMANOS/J 
URISPRUDENCIA%20TEDH/SENTENCIA O OBASICAS%20DE ¼20 EDH.pdf. 
39 OSORIO, MANUEL: Diccionario d i as Políticas y So ,•iales, ditorial Heliasta, Buenos Aires, 2006, p. 26. 
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el que el perfeccionamiento de primera fase del fenómeno prescriptorio 
(artículo 2002) se prorrogue sucesivamente [ ... ]"40

• 

46
º

. Sobre ese tema es indudable que al emitirse una sentencia penal condenatoria y 
quedar firme ( consentida o ejecutoriada), el derecho a solicitar el pago de la 
reparación civil por la parte agraviada no se canaliza a través de una «acción» en el 
concepto procesal y común del término jurídico actualmente aceptado ( como 
derecho público subjetivo y abstracto de todo ciudadano para solicitar justicia ante el 
órgano jurisdiccional); sin embargo, cabe aclarar que, en este caso, dicha palabra 
tiene, en ese dispositivo, la acepción de actio judicati, respecto de la cual explica 
MANUEL ÜSORIO que constituye: «[ ... ] la acción derivada del juicio. En el 
procedimiento formulario, la correspondiente contra el demandado que, luego de la 
condena en juicio, no ejecutaba voluntariamente la sentencia del magistrado»41

. Por 
a misma razón, su naturaleza es determinada legislativamente por razones de orden 
úblico42

.

�7º. Al respecto, es necesario aclarar que la caducidad del pago de la reparación 
civil no está regulada en el proceso penal ordinario de 1940 ni en el Código Procesal 
Penal de 2004. Por tanto, no puede aplicarse un plazo legal establecido para la 
prescripción, que admite interrupciones, como uno de caducidad frente a una 

t , situación fáctica no prevista legalmente para tal fin.

48
º

. Ahora bien, es evidente que, cuando se trata de la prescripción, no basta el mero 
vencimiento del plazo legal para que se produzca el efecto extintivo, sino que, para 
ello, se requiere de la «voluntad» de quien podría favorecerse con ella: «[ ... ] todo 
evento que manifiesta la vitalidad de la relación jurídica -reconocimiento del 
derecho ajeno, intimaciones, entre otros- produce el efecto de 'cortar' el plazo 
desde el momento que llega a conocimiento de la contraparte de la relación jurídica 

4�... ]» .) . 
De ahí que, en el caso de la prescripción, sea además necesaria la inacción del 

itular del derecho; en consecuencia, su interrupción depende de los supuestos 
contemplados en el artículo 1996 del Código Civil que contempla específicamente 
los supuestos fácticos para la misma. 

40 ARIANO DEHo, E.: (2003). Comentario al artículo 1998 del Código Civil. En: W. GUTIÉRREZ CAMACHO, Código civil

comentado por los l O mejores especialistas, Editorial Gaceta Jurídica, To X Lima, 2003. 
41 Os _ UEL: Ob. Cit., p. 26
4 Artículo 2004 del CC. 

DEHO, EUGENIA: Ob. Ci 
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111. DECISIÓN

49. 0 En atención a lo expuesto, las salas penales Permanente, Transitoria y Especial 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en el Pleno Jurisdiccional, 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de la LOP J: 

ACORDARON 

50°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 
jurídicos 25 al 31 y 45 al 48. 

51°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 
antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias 
judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 
22° de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al. 
amparo del artículo 116° del citado Estatuto Orgánico. 

52°. PUBLICAR el presente Acuerd Plenario en el diario oficial El Peruano.

HÁGASE SABER. 

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

SALAS ARENAS 

BARRIOS AL V ARAD 

FIGUEROA NAVARRO 

BALLADARES APA 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

NEYRA FLORES 
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CASTAÑEDA ESPINOZA 

NUÑEZJULCA 

CASTAÑEDA OTSU 

SEQUEIROS VARGAS 

PACHECO HUANCAS 

GUERRERO LÓPEZ 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

 

VII PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIA 
 

 

ACUERDO PLENARIO N° 5-2011/CJ-116 

 
                                                                                      FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

                                                                                              ASUNTO: CONSTITUCIÓN DEL ACTOR CIVIL: 

REQUISITOS, OPORTUNIDAD Y FORMA  

 

Lima, seis de diciembre de dos mil once.- 

 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y  

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

 

 

ACUERDO PLENARIO 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial mediante Resolución 

Administrativa N° 127-2011-P-PJ, y el concurso del Centro de Investigaciones 

Judiciales, bajo la coordinación del señor Prado Saldarriaga, acordaron realizar el VII 

Pleno Jurisdiccional -que incluyó el Foro de “Participación Ciudadana”- de los Jueces 

Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, y dictar Acuerdos 

Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

 

2°. El VII Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo 

conformada por dos fases: el foro de aporte de temas y justificación, y la publicación de 
temas y presentación de ponencias. Esta etapa tuvo como finalidad convocar a la 

comunidad jurídica y a la sociedad civil del país, a participar e intervenir con sus 

valiosos aportes en la identificación, análisis y selección de los principales problemas 

hermenéuticos y normativos que se detectan en el proceder jurisprudencial de la 

judicatura nacional, al aplicar normas penales, procesales y de ejecución penal en los 

casos concretos que son de su conocimiento. Para ello se habilitó el Foro de 

“Participación Ciudadana” a través del portal de internet del Poder Judicial, habiendo 

logrado con ello una amplia participación de la comunidad jurídica y de diversas 

instituciones del país a través de sus respectivas ponencias y justificación. Luego, los 

Jueces Supremos discutieron y definieron la agenda -en atención a los aportes 

realizados- para lo cual tuvieron en cuenta, además, los diversos problemas y 

cuestiones de relevancia jurídica que han venido conociendo en sus respectivas Salas 

en el último año. Fue así como se establecieron los diez temas de agenda así como sus 

respectivos problemas específicos.  
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3°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la audiencia pública, que se llevó a 

cabo el dos de noviembre. En ella, los representantes de la comunidad jurídica e 

instituciones acreditadas, luego de una debida selección, sustentaron y debatieron sus 

respectivas ponencias ante el Pleno de los Jueces Supremos de ambas Salas Penales, 

interviniendo en el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario, el señor Fernando 

Iberico Castañeda del Centro de Estudios de Derecho Penal Económico y de la 

Empresa (CEDPE), y el señor Gonzalo Del Río Labarthe. 

 

4° La tercera etapa del VII Pleno Jurisdiccional comprendió el proceso de discusión y 

formulación de los Acuerdos Plenarios, con la designación de Jueces Supremos 

Ponentes para cada uno de los diez temas seleccionados. Esta fase culminó con la 

Sesión Plenaria realizada en la fecha, con participación de todos los Jueces integrantes 

de las Salas Penales Permanente y Transitoria (a excepción del doctor Príncipe Trujillo, 

quien se encontraba de licencia), con igual derecho de voz y voto. Interviniendo en este 

Acuerdo el señor Presidente del Poder Judicial. Es así como finalmente se expide el 

presente Acuerdo Plenario, emitido conforme a lo dispuesto en el Artículo 116° de la 

LOPJ, que, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial a pronunciar 

resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar criterios jurisprudenciales de su 

especialidad. 

 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. Interviniendo como Ponentes el señor SAN MARTÍN CASTRO, Presidente del 

Poder Judicial, y el señor NEYRA FLORES. 

 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

§ 1. Aspectos generales 

 

6°. El actor civil, en cuanto parte procesal, presenta una configuración jurídica de suma 

importancia, en la medida que esta institución ha generado interpretaciones 

contradictorias que con el tiempo han ido encontrando su cauce mediante las decisiones 

que han venido profiriendo los Juzgados y Salas, pero que al parecer no gozan de 

unánime respaldo.  

Así las cosas, corresponde a este Supremo Tribunal en aras de garantizar la igualdad en 

la aplicación judicial del derecho objetivo y la vigencia del valor seguridad jurídica, 

dictar un Acuerdo Plenario que fije los alcances de los puntos en conflicto. 

 

7º. El Código Procesal Penal de 2004 establece que el ejercicio de la acción civil 

derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Público y, especialmente, al 

perjudicado por el delito; además, estipula que si éste último se constituye en actor 

civil, cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del 

proceso: artículo 11º, apartado 1), del citado Código adjetivo. En tal virtud, la 

participación del Ministerio Público será por sustitución, esto es, representa un interés 

privado. Por ello, su intervención cesa definitivamente cuando el actor civil se apersona 

al proceso.  
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Sin lugar a dudas, la modificación más importante del Código Procesal Penal en el 

ámbito de la acción civil incorporada al proceso penal se ubica en el artículo 12°, 

apartado 3), del referido Código, que estipula que la sentencia absolutoria o el auto de 

sobreseimiento no impedirán al órgano jurisdiccional pronunciarse sobre la acción civil 

derivada del hecho punible válidamente ejercida, cuando proceda. Esto significa, en 

buena cuenta, que cuando se sobresee la causa o se absuelve al acusado no 

necesariamente la Jurisdicción debe renunciar a la reparación de un daño que se ha 

producido como consecuencia del hecho que constituye el objeto del proceso, incluso 

cuando ese hecho –siempre ilícito- no puede ser calificado como infracción penal. 

8º. El Código Penal –Título VI, Capítulo I, Libro I- regula el instituto de la reparación 

civil. El Código Procesal Penal –Libro I, Sección II-, por su parte, prescribe el 

procedimiento necesario para su persecución eficaz. Con independencia de su 

ubicación formal, la naturaleza jurídica de la reparación civil es incuestionablemente 

civil, y que aún cuando exista la posibilidad legislativamente admitida de que un Juez 

Penal pueda pronunciarse sobre el daño y su atribución, y en su caso determinar el 

quantum indemnizatorio –acumulación heterogénea de acciones-, ello responde de 

manera exclusiva a la aplicación del principio de economía procesal. GIMENO SENDRA 

sostiene, al respecto, que cuando sostiene que el fundamento de la acumulación de la 

acción civil a la penal derivada del delito es la economía procesal, toda vez que dicho 

sistema permite discutir y decidir en un solo proceso, tanto la pretensión penal, como la 

pretensión civil resarcitoria que pudiera surgir como consecuencia de los daños 

cometidos por la acción delictuosa y que, de ser decidida con absoluta separación en un 

proceso civil produciría mayores gastos y dilaciones al perjudicado por el delito, debido 

a la onerosidad, lentitud e ineficacia de nuestro ordenamiento procesal civil [Derecho 

Procesal Penal, 2da Edición, Editorial Colex, Madrid, 2007, p. 257].     

9º. El artículo 139º, inciso 3), de la Constitución consagra la garantía de tutela 
jurisdiccional, que incluye como uno de sus elementos esenciales el derecho de acceso 
a los órganos jurisdiccionales, a través del cauce del ejercicio del poder jurídico de 
acción, que implica la atribución que tiene toda persona de poder acudir al órgano 

jurisdiccional para que éste, a través de la prestación del servicio de impartir justicia al 

que está obligado, resuelva un conflicto de intereses o una incertidumbre jurídica.  

En el proceso penal peruano la titularidad de la promoción de la acción penal –que se 

concreta en la expedición de la disposición de formalización y continuación de la 

investigación preparatoria- corresponde en exclusiva en los delitos públicos a la 

Fiscalía –que es un derecho-deber del Ministerio Público-, y en los delitos privados al 

perjudicado por el delito. El ciudadano frente a la comisión de delitos públicos sólo 

tiene un derecho de petición, debidamente reglado, de acudir al Ministerio Público para 

dar cuenta de la notitia criminis. 

10º. Como se advierte, nuestro sistema procesal penal se ha adherido a la opción de 

posibilitar la acumulación de la pretensión resarcitoria, de naturaleza civil, en el 

proceso penal. En tal sentido GÓMEZ COLOMER expresa que una vez aceptada la 

existencia de la permisibilidad de la acumulación al proceso penal de uno civil, toca 

determinar el objeto del proceso civil acumulado, que no es otro que la pretensión y la 
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resistencia, siendo el contenido de la referida pretensión, casi siempre, de naturaleza 

patrimonial [Derecho Jurisdiccional III. Proceso Penal. El objeto del proceso. 12ª 

Edición, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 110). En otras palabras, la 

acumulación de la acción civil al proceso penal, responde sencillamente a un supuesto 

de acumulación heterogénea de pretensiones, con fines procesales estrictos. Esta 

tendencia encuentra un beneficio en el hecho de que, con el menor desgaste posible de 

jurisdicción, se pueda reprimir el daño público causado por el delito y reparar el daño 

privado ocasionado por el mismo hecho. 

 

§ 2. Actor civil. Requisitos para su constitución 

 

11º. Actor civil es el perjudicado que ejerce su derecho de acción civil dentro del 

proceso penal. Es decir, es quien ha sufrido en su esfera patrimonial los daños 

producidos por la comisión del delito, siendo titular, frente al responsable civil, de un 

derecho de crédito, bien a título de culpa, bien por la simple existencia de una 

responsabilidad objetiva que pudiera surgir con ocasión de la comisión de un delito 

[VICENTE GIMENO SENDRA, Ibidem, p. 181]. Dicho de otro modo, en palabras de SAN 

MARTÍN CASTRO, se define al actor civil como aquella persona que puede ser el 

agraviado o sujeto pasivo del delito, es decir quien directamente ha sufrido un daño 

criminal y, en defecto de él, el perjudicado, esto es, el sujeto pasivo del daño 

indemnizable o el titular del interés directa o inmediatamente lesionado por el delito, 

que deduce expresamente en el proceso penal una pretensión patrimonial que trae a 

causa de la comisión de un delito [Derecho Procesal Penal, 2ª Edición, Editorial 

Grijley, Lima, 2003, p. 259]. 

 

12º. El artículo 98º del Código Procesal Penal prevé la constitución del actor civil y sus 

derechos. Esta figura legal está regulada en la Sección IV “El Ministerio Público y los 
demás sujetos procesales”, Título IV “La Víctima”, Capítulo II “El Actor Civil” del 

Libro Primero “Disposiciones Generales”. Prescribe la citada norma que: “La acción 

reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien resulte 

perjudicado por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté legitimado para 

reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito”.  

 

13º. El citado artículo 98º del Código Procesal Penal establece como premisa inicial 

que el actor civil es el titular de la acción reparatoria, y luego precisa que esta acción 

sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado del delito. No debe olvidarse que 

la naturaleza de la acción reparatoria es fundamentalmente patrimonial y es por ello la 

denominación del titular de ella: “actor civil”.  

Éste deberá, en primer término, sustentar en el proceso cómo es que ha sido 

perjudicado por la conducta imputada al investigado y cómo el daño sufrido puede ser 

resarcido. Si bien en muchos casos se admite que hay un componente moral en la 

colaboración del actor civil en el proceso a fin de aportar con elementos que permitan 

probar la comisión del ilícito, lo cierto es que todas las facultades de éste apuntan 

formalmente a la acreditación, aseguramiento y pago de una reparación civil. 
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14º. Ahora bien, para poder constituirse en actor civil (el agraviado que actúa 

procesalmente para hacer valer su derecho a la reparación civil por el daño causado con 

el delito) deben reunirse los requisitos puntualizados en el artículo 100º del Código 

Procesal Penal. En efecto, ocurre que el citado cuerpo de leyes ha establecido lo 

siguiente:  

1. La solicitud de constitución en actor civil se presentará por escrito ante el Juez de la 

Investigación Preparatoria.  

2. Esta solicitud debe contener, bajo sanción de inadmisibilidad:  

a) Las generales de Ley de la persona física o la denominación de la persona jurídica 

con las generales de Ley de su representante legal; b) La indicación del nombre del 

imputado y, en su caso, el tercero civilmente responsable, contra quien se va a 

proceder; c) El relato circunstanciado del delito en su agravio y exposición de las 

razones que justifican su pretensión; y d) La prueba documental que acredita su 

derecho conforme al artículo 98º.   

 

15º. Como se advierte del parágrafo precedente, si bien se está frente a una pretensión 

de índole resarcitoria, la Ley procesal exige que el perjudicado -que ejerce su derecho 

de acción civil- precise específicamente el quantum indemnizatorio que pretende. Ello 

conlleva a que individualice el tipo y alcance de los daños cuyo resarcimiento pretende 

y cuánto corresponde a cada tipo de daño que afirma haber sufrido. Con esta medida la 

norma procesal persigue dar solución a un problema sumamente grave en nuestro 

ordenamiento judicial pues con el transcurrir del tiempo la práctica tribunalicia revela 

que los montos dinerarios que se establecen por concepto de reparación civil en sede 

penal son relativamente menores y no guardan relación ni proporción con el hecho que 

forma parte del objeto procesal.  

     

§ 3. Actor civil. Oportunidad y forma para su constitución 

 

16º. Otro de los problemas recurrentes que es del caso abordar en el presente Acuerdo 

Plenario es el relativo a la oportunidad para constituirse en actor civil. El artículo 101º 

del Código Procesal Penal expresa que la constitución en actor civil deberá efectuarse 

antes de la culminación de la Investigación Preparatoria. En este punto lo que cabe 

dilucidar es si la petición de constitución en actor civil puede hacerse en la fase de 

diligencias preliminares –que integra la investigación preparatoria-, o si resulta 

necesario que se haya formalizado la continuación de la Investigación Preparatoria.  

 

17º. Es de descartar la primera posibilidad fundamentalmente porque, como bien se 

sabe, al momento que se vienen realizando las diligencias preliminares el Ministerio 

Público aún no ha formulado la inculpación formal a través de la respectiva 

Disposición Fiscal; esto es, no ha promovido la acción penal ante el órgano 

jurisdiccional, por lo que mal podría acumularse a ella una pretensión resarcitoria en 

ausencia de un objeto penal formalmente configurado. Por lo demás, debe quedar claro 

que con la formalización de la Investigación Preparatoria propiamente dicha el Fiscal 

recién ejerce la acción penal, acto de postulación que luego de ser notificado al Juez de 

la Investigación Preparatoria (artículos 3° y 336°.3 del Código Procesal Penal) permite 

el planteamiento del objeto civil al proceso penal incoado.     
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18º. Por otro lado, en lo que respecta al trámite jurisdiccional para la constitución en 

actor civil del perjudicado por el hecho punible, el artículo 102º del Código Procesal 

dispone lo siguiente: “1. El Juez de la Investigación Preparatoria, una vez que ha 

recabado información del Fiscal acerca de los sujetos procesales apersonados en la 

causa y luego de notificarles la solicitud de constitución en actor civil resolverá dentro 

del tercer día. 2. Rige en lo pertinente, y a los solos efectos del trámite, el artículo 8º”. 

Lo más importante, además del trámite previsto en el referido artículo 102º del aludido 

Código que establece la obligación del Juez de recabar información de los sujetos 

procesales apersonados y correr traslado de la petición, a fin de resolver dentro del 

tercer día, es el hecho de analizar si este procedimiento de constitución en actor civil 

debe hacerse obligatoriamente con la celebración de audiencia. 

 

19º. La lectura asistemática del artículo 102º, apartado 1), del Código Procesal Penal 

puede sugerir a algunas personas que el Juez dictará la resolución sin otro trámite que 

el haber recabado la información y la notificación de la solicitud de constitución en 

actor civil. Empero, el segundo apartado del indicado artículo precisa que para efectos 

del trámite rige lo dispuesto en el artículo 8° -se trata, como es obvio, de una clara 

norma de remisión-. Esta última disposición estatuye que el procedimiento requiere 

como acto procesal central que el Juez lleve a cabo una audiencia con la intervención 

obligatoria del fiscal y, debe entenderse así, con la participación facultativa de las otras 

partes procesales.  No es el caso, por ejemplo, del artículo 15°.2.c) del Código Procesal 

Penal, que autoriza al Juez, bajo la expresión: “…de ser el caso”, resolver un incidente 

procesal determinado sólo si se producen determinados presupuestos. 

Resulta entonces que el trámite de la constitución en actor civil tendría que realizarse 

necesariamente mediante audiencia, en cumplimiento de los principios procedimentales 

de oralidad y publicidad, y el principio procesal de contradicción establecidos en el 

artículo I.2 del Título Preliminar del Código Procesal Penal. Debe entenderse, desde 

esta perspectiva, que el plazo de tres días fijado en el artículo 202°.1 de la Ley Procesal 

Penal se refiere al paso de expedición de la resolución correspondiente -que en el caso 

del artículo 8° es de dos días de celebrada la audiencia como plazo máximo-, pero ésta 

debe proferirse, como paso posterior, de la realización de la audiencia.  

Por consiguiente, no es posible deducir de la ley que la audiencia sólo se llevará a cabo 

ante la oposición de una parte procesal, pues tal posibilidad no está reconocida por el 

Código Procesal Penal y sería contraria al principio de legalidad procesal. No obstante 

ello, la vulneración del derecho objetivo no necesariamente produce nulidad de 

actuaciones, pues ésta tiene como presupuestos no sólo la vulneración de la ley sino 

principalmente la generación de una indefensión material a las partes procesales o la 

absoluta desnaturalización del procedimiento lesiva a los principios y garantías que le 

son propios e insustituibles. La nulidad, pues, está condicionada a las infracciones de 

relevancia constitucional se anotan. 

 

 

III. DECISIÓN 

 

20º. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y de 
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial; 

ACORDARON: 

21°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6º al 19º.  

22°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del citado estatuto orgánico. 

23°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

VILLA STEIN 

LECAROS CORNEJO 

PRADO SALDARRIAGA 

RODRÍGUEZ TINEO 

PARIONA PASTRANA 

BARRIOS ALVARADO  

NEYRA FLORES  

VILLA BONILLA  

CALDERÓN CASTILLO  

SANTA MARÍA MORILLO 
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Tutela judicial de la víctima y responsabilidad civil de los establecimientos de saludTutela judicial de la víctima y responsabilidad civil de los establecimientos de saludTutela judicial de la víctima y responsabilidad civil de los establecimientos de saludTutela judicial de la víctima y responsabilidad civil de los establecimientos de salud    

1. 1. 1. 1. El artículo 92 del Código Penal consagra el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva de la víctima 
de un daño provocado por la comisión de un delito. El juez ha de emplear, por interpretación o por 
integración, los mecanismos penales y procesales que correspondan para satisfacer los intereses 
privados de la parte agraviada.  
2. 2. 2. 2. El artículo 95 del Código Penal determina la responsabilidad civil solidaria entre los responsables 
penales y el tercero civil. El juicio de imputación civil, diferente al de imputación penal, se rige de 
manera general por la Sección Sexta del Libro VII del Código Civil y, de manera específica, por las 
normas especiales sobre la materia. Los principios básicos de la imputación civil son dos: la 
responsabilidad subjetiva y la responsabilidad objetiva. Empero, ha de prestarse atención a cada caso 
en particular, a fin de determinar los requisitos de imputación —el ordenamiento jurídico prevé 
distintos presupuestos para casos especiales—. 
3.3.3.3. La responsabilidad civil del establecimiento de salud por los actos del personal médico, un caso 
especial de responsabilidad objetiva del superior, se rige por el primer párrafo del artículo 48 de la 
Ley General de Salud. Está sujeta a cinco presupuestos: i)i)i)i) el actuar funcional del trabajador de salud, 
ii)ii)ii)ii) la existencia de un daño en el paciente, iii)iii)iii)iii) la relación de causalidad entre el actuar y el daño, iv)iv)iv)iv) la 
negligencia en la actuación del trabajador de salud y v)v)v)v) la relación de dependencia entre este y el 
centro médico.  
4.4.4.4. En el caso, los Tribunales ordinarios observaron estos presupuestos e invocaron las normas 
jurídicas aplicables al caso. De un lado, el juez a quo determinó, con base probatoria adecuada, que 
los condenados José Luis Sánchez Minchola, Francisco Alexander Landa Bolarte y Christian Pinto 
Pacheco, personal médico de ESSALUD, atendieron a la agraviada y, en el marco de la ejecución de 
sus funciones, actuaron negligentemente. La imprudencia provocó finalmente el deceso de la víctima. 
De otro lado, el Tribunal ad quem, en el marco de su función contralora, verificó que la 
argumentación de la primera instancia fuera adecuada y, en efecto, así lo fue. La actuación funcional y 
negligente de los subordinados, el daño, la relación de causalidad entre aquella y este y el vínculo de 
subordinación son suficientes para afirmar la responsabilidad civil de ESSALUD. El Tribunal 
Supremo no observa infracción de garantías constitucionales ni de normas materiales. El recurso de 
casación se declara infundado. 

SENTENCIA DE CASACIÓNSENTENCIA DE CASACIÓNSENTENCIA DE CASACIÓNSENTENCIA DE CASACIÓN    

Sala Penal PermanenteSala Penal PermanenteSala Penal PermanenteSala Penal Permanente    

Recurso de Casación Recurso de Casación Recurso de Casación Recurso de Casación n.n.n.n.oooo    2466246624662466----2021/San Martín2021/San Martín2021/San Martín2021/San Martín    

Lima, once de octubre de dos mil veintitrés 

VISTOS: VISTOS: VISTOS: VISTOS: el recurso de casación interpuesto por 

la RED ASISTENCIAL DE TARAPOTO DEL SEGURO SOCIAL DE SALUD (foja 1210) 

contra la sentencia de vista, del once de marzo de dos mil veintiuno (foja 1140), 

expedida por la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto de la Corte Superior de 

Justicia de San Martín, que confirmó la sentencia de primera instancia, del 

veinte de noviembre de dos mil diecinueve (foja 926), que la condenó como 

tercero civil solidariamente responsable con los sentenciados José Luis Sánchez 
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Minchola, Francisco Alexander Landa Bolarte y Christian Pinto Pacheco1 por 

el daño derivado del delito de homicidio culposo, cometido en agravio de María 

Verónica Infante Mendoza. 

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ. 

FUNDAMENTOS DE HECHOFUNDAMENTOS DE HECHOFUNDAMENTOS DE HECHOFUNDAMENTOS DE HECHO    

§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia    

Primero.Primero.Primero.Primero. El auto de enjuiciamiento, del ocho de febrero de dos mil diecinueve 

(foja 18 del tomo I del cuaderno de debate), y el auto de citación a juicio oral, del dos 

de mayo de dos mil diecinueve (foja 590 del tomo III del cuaderno de debate), dieron 

lugar a la etapa de juzgamiento. Esta inició el veintiséis de junio de dos mil 

diecinueve y se llevó a cabo en diferentes sesiones hasta el veinte de noviembre 

del mismo año, fecha en que se dio lectura íntegra de la sentencia, según actas 

(fojas 735, 765, 788, 809, 815, 844, 854, 860, 875, 881, 888, 906, 914 y 917). 

El Tercer Juzgado Penal Unipersonal de Tarapoto, en la sentencia de primera 

instancia, condenó a los acusados José Luis Sánchez Minchola, Francisco 

Alexander Landa Bolarte y Christian Pinto Pacheco como autores del delito de 

homicidio culposo por inobservancia de las reglas técnicas de la profesión de 

médico, en agravio de María Verónica Infante Mendoza. Se les impuso un año 

de pena privativa de libertad, pero se reservó el fallo condenatorio por el 

periodo de un año, bajo reglas de conducta. Asimismo, se condenó como tercero 

civilmente responsable a la RED ASISTENCIAL DE TARAPOTO DEL SEGURO 

SOCIAL DE SALUD —en adelante, ESSALUD—. El monto de reparación civil, que 

deberán cancelar los responsables penales y el responsable civil a favor de la 

representante legal de la agraviada, fue fijado en S/ 311 800 (trescientos once mil 

ochocientos soles). Se dispuso que los sentenciados paguen las costas. Por otra 

 

1 Nombre correcto que se empleará en lo sucesivo y que le corresponde al referido sentenciado, 
identificado con DNI n.o 10012793. 
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parte, se absolvió de la acusación fiscal a José Luis Díaz Orbe y Mauro Carranza 

Rojas. 

Segundo.Segundo.Segundo.Segundo. Contra la sentencia de primera instancia, los condenados José Luis 

Sánchez Minchola, Francisco Alexander Landa Bolarte y Christian Pinto 

Pacheco interpusieron recurso de apelación (foja 1061). El tercero civilmente 

responsable, ESSALUD, hizo lo propio (foja 1095). Se concedieron los recursos 

(fojas 1107 y 1122) y, el primero de marzo de dos mil veintiuno, se efectuó la 

audiencia de apelación de sentencia (foja 1133). En la audiencia, no hubo 

actuación probatoria.  

Luego, el once de marzo de dos mil veintiuno, la Sala Penal de Apelaciones de 

Tarapoto expidió la sentencia de vista (foja 1140), que confirmó todos los 

extremos de la sentencia de primera instancia.  

Tercero.Tercero.Tercero.Tercero. Frente a la decisión de la instancia de apelación, José Luis Sánchez 

Minchola, Francisco Alexander Landa Bolarte, Christian Pinto Pacheco y 

ESSALUD promovieron recursos de casación (fojas 1168 y 1210). Así, por 

resolución del veintitrés de agosto de dos mil veintiuno (foja 1224), la Sala Penal 

de Apelaciones de Tarapoto admitió los recursos y ordenó la elevación de los 

actuados a la Corte Suprema. 

§ II. Del procedimiento en la sede suprema§ II. Del procedimiento en la sede suprema§ II. Del procedimiento en la sede suprema§ II. Del procedimiento en la sede suprema    

Cuarto. Cuarto. Cuarto. Cuarto. De acuerdo con el numeral 6 del artículo 430 del Código Procesal 

Penal, se expidió el auto de calificación del veintidós de mayo de dos mil 

veintitrés (foja 297 del cuaderno supremo), el cual, de un lado, declaró inadmisible el 

recurso de casación promovido por los encausados José Luis Sánchez Minchola, 

Francisco Alexander Landa Bolarte y Christian Pinto Pacheco y, de otro lado, 

declaró bien concedido el recurso de casación formulado por el tercero civil 

responsable, ESSALUD. El recurso fue concedido por las causales previstas en 

los numerales 1 y 3 del artículo 429 del Código Procesal Penal. 
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Las partes procesales fueron instruidas sobre lo decidido en el auto de 

calificación, según cargo de notificación (foja 308 del cuaderno supremo). 

Quinto.Quinto.Quinto.Quinto. A continuación, se expidió el decreto del dos de agosto de dos mil 

veintitrés (foja 310 del cuaderno supremo), que señaló el dieciocho de septiembre de 

dos mil veintitrés como data para la audiencia de casación. Sobre esto se 

comunicó a los sujetos procesales, conforme al cargo respectivo (foja 311 del 

cuaderno supremo). 

Sexto. Sexto. Sexto. Sexto. Llevada a cabo la audiencia de casación, se celebró de inmediato la 

deliberación en sesión privada. Efectuada la votación, corresponde dictar por 

unanimidad la presente sentencia casatoria, cuya lectura se programó en la 

fecha, según el plazo previsto en el numeral 4 del artículo 431 del Código 

Procesal Penal. 

FUNDAMENTFUNDAMENTFUNDAMENTFUNDAMENTOS DE DERECHOOS DE DERECHOOS DE DERECHOOS DE DERECHO    

Primero. Primero. Primero. Primero. Se debe partir del auto de calificación, que fija los contornos del objeto 

del pronunciamiento. De acuerdo con él, se declaró bien concedido el recurso de 

casación de ESSALUD por las causales de inobservancia de garantías 

constitucionales e infracción de normas sustantivas. En específico, el thema 

decidendum se circunscribe, por una parte, a dilucidar los alcances jurídicos de 

los artículos 92 y 95 del Código Penal, en relación con el tercero civil 

responsable, la responsabilidad solidaria y el nexo de causalidad; y, por otra 

parte, a desarrollar si la dependencia laboral y la subordinación son factores 

determinantes para imputar responsabilidad civil al empleador.  

§ I. De los artículos 92 y 95 del Código Penal§ I. De los artículos 92 y 95 del Código Penal§ I. De los artículos 92 y 95 del Código Penal§ I. De los artículos 92 y 95 del Código Penal 

Segundo. Segundo. Segundo. Segundo. El artículo 92 del Código Penal estipula que “la reparación civil se 

determina conjuntamente con la pena y es un derecho de la víctima que debe efectivizarse 

durante el tiempo que dure la condena. El juez garantiza su cumplimiento”. La norma 

penal consagra la idea de que una acción penalmente relevante, en ocasiones, 
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puede generar un daño resarcible desde las reglas del derecho común. La 

relación jurídica que surge a partir de la comisión de un delito no es siempre 

únicamente penal y por tanto de interés público. También tiene lugar la lesión 

de intereses privados. En esta hipótesis, cuando acontece un daño ex delicto, la 

naturaleza del daño, su cuantificación y la identificación de los responsables por 

la reparación han de determinarse, prima facie, en el proceso penal. Las 

pretensiones civil y penal se unifican en un solo proceso con el objeto de evitar 

decisiones contradictorias e imponer a la víctima la innecesaria carga de 

sobrellevar procesos judiciales paralelos.   

Como se estableció en el Acuerdo Plenario n.o 4-2019/CIJ-1162, la norma penal 

citada, cuando alude a que la reparación civil es un derecho de la víctima que 

debe efectivizarse, integra el principio-garantía de la necesidad del debido 

cumplimiento de la reparación civil como parte de la garantía de tutela 

jurisdiccional (fundamento 20). Por tanto, se reconoce que, en cuanto a la 

satisfacción de los intereses patrimoniales, la víctima también goza del derecho 

a la tutela jurisdiccional efectiva. El órgano judicial, atento a las exigencias de 

este derecho fundamental, ha de emplear, por interpretación o por integración, 

los mecanismos que el ordenamiento penal y procesal penal le ofrecen para 

satisfacer, en la medida de lo razonable, los intereses privados de la víctima. A 

esto último se refiere el artículo 92 del Código Penal, al prescribir que el juez 

garantiza el cumplimiento de la reparación civil. 

Se trata no solo de brindar tutela judicial resarcitoria in natura o por el 

equivalente en pecunia del valor del daño, según lo prescrito en el artículo 93 

del Código Penal. El órgano judicial debe procurar, en el marco de su 

competencia y observando el principio dispositivo, la satisfacción de otras 

formas de tutela a favor de la víctima: la inhibitoria —dirigida a impedir la 

reiteración de la violación de los derechos— y la de remoción del ilícito —orientada a 

 

2 XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Acuerdo Plenario n.o 4-2019/CIJ-
116, del diez de septiembre de dos mil diecinueve. 



 

 

 

 

6 

CORTE SUPREMA CORTE SUPREMA CORTE SUPREMA CORTE SUPREMA     
DE JUSTICIA DE JUSTICIA DE JUSTICIA DE JUSTICIA     
DE LA REPÚBLICADE LA REPÚBLICADE LA REPÚBLICADE LA REPÚBLICA    

        SALA PENAL PERMANENTESALA PENAL PERMANENTESALA PENAL PERMANENTESALA PENAL PERMANENTE    
        CASACIÓN N.° CASACIÓN N.° CASACIÓN N.° CASACIÓN N.° 2466246624662466----2021202120212021    
        SAN MARTÍNSAN MARTÍNSAN MARTÍNSAN MARTÍN    

remover los efectos de la violación de derechos—. Su materialización en la condena 

civil es, sin duda, la impronta más eficiente y justa del derecho resarcitorio 

frente a la responsabilidad civil por el daño ex delicto. No obstante, ha de 

acotarse que, en respeto del debido proceso, estas otras formas satisfactorias de 

tutela a la víctima deben ser no solo requeridas, sino también parte del debate 

procesal, a fin de que la decisión sea justificada en el derecho. 

Tercero. Tercero. Tercero. Tercero. Naturalmente, la reparación civil, como derecho subjetivo del 

perjudicado, instituye una relación jurídica entre dos o más partes. No es una 

relación unilateral. Sobre alguien distinto de la víctima ha de recaer la 

obligación de asumir los costos del daño provocado, siempre que así 

corresponda, conforme a los criterios de imputación de responsabilidad civil. El 

artículo 95 del Código Penal impone esta obligación tanto a los responsables 

del hecho punible —autores y partícipes— cuanto a los terceros civilmente 

obligados. Sin embargo, no ofrece los criterios de imputación jurídica para 

determinar a los terceros civiles. Para ello ha de acudirse a las disposiciones del 

Código Civil y a las leyes especiales que regulan la materia. 

El Acuerdo Plenario n.o 4-2019/CIJ-116 determinó que la responsabilidad civil 

ex delicto y la responsabilidad extracontractual son una única institución 

(fundamento 26). Cuando se trata, pues, de la responsabilidad civil por un daño de 

origen delictual, rige la Sección Sexta del Libro VII del Código Civil. Son dos los 

principios de responsabilidad que subyacen en esta regulación: la responsabilidad 

subjetiva y la responsabilidad objetiva. Cada una de ellas encuentra 

reconocimiento expreso en los artículos 1969 —responsabilidad por culpa— y 1970 

—responsabilidad por actividad riesgosa— del Código Civil y, a partir de ellos, se 

derivan supuestos de responsabilidad especiales, cada uno con sus propios 

matices —responsabilidad por incitación o coautoría, por daño causado por animal, por caída 

de edificio, por daño del subordinado, etc.—. Ambos principios de responsabilidad 

comparten los presupuestos de hecho ilícito, daño y causalidad adecuada. Se 

distinguen, sin embargo, en el factor de atribución. Mientras que la 
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responsabilidad subjetiva exige culpa —dolo o negligencia—, la responsabilidad 

objetiva prescinde de esta categoría.  

Cuarto.Cuarto.Cuarto.Cuarto. Desde que los criterios de imputación civil y penal no son homogéneos 

y gozan de autonomía ontológica, la absolución por los cargos penales no 

condiciona per se la absolución por la responsabilidad civil. Así lo reconoce 

uniforme y constate jurisprudencia3. La razón que reúne en el proceso penal al 

responsable por el delito y al tercero civil es el daño. No existe relación de 

interdependencia entre uno y otro. La condición de tercero civil responsable 

puede mantenerse a pesar de la absolución plena —por los cargos penales y civiles— 

del autor o partícipe del delito, si subsiste un daño resarcible. Lo relevante es 

evaluar si en el caso son de aplicación los principios de atribución de la 

responsabilidad civil objetiva o subjetiva. 

Quinto. Quinto. Quinto. Quinto. Si se determina que tanto el responsable penal como el tercero 

vinculado civilmente deben responder por el daño derivado del delito, la 

obligación de cubrir la reparación civil, conforme al artículo 95 del Código 

Penal, es solidaria. Es decir, la obligación es una sola y debe ser satisfecha por 

cualquiera de los responsables. “Esta es la característica de la solidaridad: una sola 

obligación que el acreedor puede cobrar a varias personas, independientemente o 

simultáneamente; pero siempre una sola obligación”4. La obligación puede ser 

cancelada por uno solo de los obligados o por todos. En cualquier caso, la acción 

de repetición está habilitada y se regula por el artículo 1983 del Código Civil.   

 

 

3
 PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALA PENALES PERMANENTE Y TRANSITORIAS DE LA CORTE 

SUPREMO DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Acuerdo Plenario n.o 6-2006/CJ-116, del trece de 
octubre de dos mil seis, fundamento jurídico séptimo; SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Casación n.o 752-2020/San Martín, del dieciocho de 
marzo de dos mil veintidós, fundamentos de derecho octavo y noveno; SALA PENAL 

TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. Casación n.o 1676-
2017/Arequipa, del seis de octubre de dos mil veinte, numeral uno del fundamento de derecho 
decimoprimero. 
4
 DE TRAZEGNIES, Fernando. (1999). La responsabilidad extracontractual. Tomo I. Lima: 

Editorial Temis; p. 375. 
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§ II. De la responsabilidad civil del empleador§ II. De la responsabilidad civil del empleador§ II. De la responsabilidad civil del empleador§ II. De la responsabilidad civil del empleador 

Sexto. Sexto. Sexto. Sexto. La responsabilidad civil del empleador es un caso de responsabilidad del 

superior. El superior responde por el daño que su subordinado ocasionó. Se 

trata de la responsabilidad por el hecho de otro —responsabilidad vicaria—. La 

norma general aplicable es el artículo 1981 del Código Civil: “Aquel que tenga a 

otro bajo sus órdenes responde por el daño causado por este último, si ese daño se realizó en 

el ejercicio del cargo o en cumplimiento del servicio respectivo. El autor directo y el autor 

indirecto están sujetos a responsabilidad solidaria”.  

Los presupuestos para imputar responsabilidad civil al superior, de acuerdo con 

la lex generalis, son los siguientes: i)i)i)i) que el responsable directo esté bajo sus 

órdenes —relación de verticalidad5—, ii)ii)ii)ii) que exista un daño causado por el hecho 

del subordinado —relación de causalidad adecuada— y iii)iii)iii)iii) que este daño tuviera 

lugar con ocasión del ejercicio del cargo o servicio del subordinado —actuación 

funcional—. Luego, la responsabilidad civil del superior se configura plenamente. 

Se trata de un supuesto de responsabilidad objetiva, pues la norma no exige, 

para atribuir la carga civil de responder por el daño, que el superior obre con 

culpa. En ese sentido, no es pertinente evaluar la culpa in eligendo ni la culpa in 

vigilando. 

Séptimo. Séptimo. Séptimo. Séptimo. La complejidad de los diversos órdenes económicos de la sociedad 

origina tratamientos normativos específicos para cada fenómeno de relevancia 

jurídica. Aparecen así los sectores del derecho que instituyen normas especiales 

que deben ser preferidas frente a las normas generales si coinciden en la 

hipótesis de regulación. Es el caso de la responsabilidad civil del empleador —

establecimiento de salud, centro médico o similares— en el sector salud, que halla 

 

5
 Sobre ello, es necesario precisar lo siguiente: “[…] lo único que cuenta actualmente para que 

el tercero sea responsable es que entre el agente y ese tercero exista una relación de 
subordinación en donde, más allá de los aspectos formales, el principal tenga efectivamente la 
dirección y la autoridad ya sea sobre el cargo, ya sea con relación al servicio específico: la 
relación entre uno y otro no debe ser de tipo horizontal sino de tipo vertical y jerárquico”. DE 

TRAZEGNIES, Fernando. (1999). La responsabilidad extracontractual. Tomo I. Lima: Editorial 
Temis; p. 344. 
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concreción legal en el primer párrafo del artículo 48 de la Ley n.o 26842 (Ley 

General de Salud): 

El establecimiento de salud o servicio médico de apoyo es solidariamente 

responsable por los daños y perjuicios que se ocasionan al paciente, derivados del 

ejercicio negligente, imprudente o imperito de las actividades de los profesionales, 

técnicos o auxiliares que se desempeñan en éste con relación de dependencia. 

La lex especialis establece un régimen de responsabilidad civil objetiva para los 

establecimientos de salud o servicio médico de apoyo, que está condicionado a 

cinco elementos: i)i)i)i) el actuar funcional del trabajador de salud; ii)ii)ii)ii) la existencia de 

un daño en el paciente; iii)iii)iii)iii) la relación de causalidad entre el actuar del 

trabajador y el daño; iv)iv)iv)iv) la negligencia, imprudencia o impericia de dicha 

actuación, y v)v)v)v) la relación de dependencia —una forma de subordinación, que no es la 

única— del trabajador de salud con el centro médico.  

La concurrencia de estos requisitos conlleva, por imperio del primer párrafo del 

artículo 48 de la Ley General de Salud, la imputación civil al centro de salud y, 

por tanto, su obligación de responder como tercero civilmente responsable por 

los daños y perjuicios ocasionados por sus trabajadores. 

§ III. Solución del caso§ III. Solución del caso§ III. Solución del caso§ III. Solución del caso

Octavo. Octavo. Octavo. Octavo. Se ha de partir del hecho probado, que es inmutable a este nivel: el 

tres de febrero del dos mil dieciséis, aproximadamente a las 23:35 horas, la 

agraviada María Verónica Infante Mendoza ingresó al área de Emergencia 

del Hospital EsSalud de Tarapoto debido a dolores en su cuerpo, 

especialmente en sus manos. Fue atendida por el médico de turno José Luis 

Sánchez Minchola, quien le diagnosticó síndrome febril y descarte de 

dengue, le indicó hidratación y la dejó en observación. Hasta su deceso, la 

agraviada fue atendida por los médicos José Luis Sánchez Minchola —tres y 

siete de febrero—, Christian Pinto Pacheco —cuatro y siete de febrero— y 

Francisco Alexander Landa Bolarte —cinco y seis de febrero—. Ninguno de 

ellos controló adecuadamente el balance hídrico de la agraviada —infracción 
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de la lex artis—, pese a que el cinco y el seis de febrero se consignó en la 

historia clínica el desfavorable diagnóstico de la agraviada en relación con 

ello —desbalance, sobrecarga, oliguria y congestión pulmonar—. Tampoco dieron el 

tratamiento adecuado ante las complicaciones que sufrió la agraviada a causa 

del exceso de carga hídrica que recibía. La paciente sufrió de neumonía, mal 

funcionamiento renal, cúmulo de líquidos en los pulmones, en el abdomen y 

en la cavidad endocardiaca, isquemia en el corazón y distrés respiratorio. 

Padeció un shock hipovolémico y, finalmente, falleció el nueve de febrero de 

dos mil dieciséis.    

Noveno. Noveno. Noveno. Noveno. La determinación de la responsabilidad civil de ESSALUD se rige por 

el artículo 48 de la Ley General de Salud. En el caso, se cumplen los 

presupuestos de responsabilidad civil objetiva que prevé la normativa, ya 

descrita ut supra. Los acusados formaban parte del personal médico de 

ESSALUD, donde fue atendida la occisa. En el marco de sus funciones, 

actuaron negligentemente al no controlar adecuadamente la carga hídrica 

que ella recibía y al no brindar un tratamiento adecuado ante las 

complicaciones que padeció. La impericia en el actuar de los acusados —

indebido tratamiento— causó finalmente el deceso de la víctima. La relación de 

causalidad es evidente. Luego, esto es suficiente para imputar responsabilidad 

civil a ESSALUD. Tratándose de la responsabilidad objetiva del superior, no 

es pertinente analizar ni la causalidad material del actuar del centro de salud 

ni la culpa en cualquiera de sus formas. ESSALUD es responsable 

solidariamente por la reparación civil.  

Asimismo, no es posible soslayar que también se acreditó que, al tiempo del 

trágico acontecimiento, en el Hospital de ESSALUD de Tarapoto no existía un 

médico intensivista; que la madre de la víctima tuvo que sufragar los gastos de 

una ambulancia aérea para el frustrado traslado a Lima de la paciente; que en 

dicho nosocomio no se contaba con un protocolo para el tratamiento de casos de 

complicación de pacientes en emergencia o en la Unidad de Vigilancia Intensiva y 
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que los resultados hematológicos sobre enfermedad febril de dengue fueron 

impresos e incluidos a la historia clínica el veintisiete de febrero de dos mil 

dieciséis, dos semanas después de la muerte de la víctima. Todas estas 

circunstancias atañen específicamente a la entidad y consolidan la inexistencia de 

la pretendida exoneración de su responsabilidad como superior patronal de los 

galenos sentenciados. Imponen a las autoridades de ESSALUD el deber moral de 

prevenir la repetición de estos luctuosos hechos. 

Décimo. Décimo. Décimo. Décimo. Las instancias ordinarias no se alejaron, en lo sustancial, de estos 

criterios. En el apartado segundo del numeral 22 de la sentencia de primera 

instancia, el juzgador a quo determinó probatoriamente la relación de 

subordinación, en su forma de dependencia laboral, entre los responsables 

penales y ESSALUD. También verificó la relación de causalidad entre la 

actuación médica negligente de los acusados y la muerte de la víctima. Se 

determinó, pues, la relación de subordinación, la actuación funcional de los 

subordinados, la negligencia de tal actuación y la relación de causalidad de 

esta con el daño. El Tribunal ad quem, en el marco de su competencia 

contralora, no hizo sino verificar que el razonamiento y la motivación del a 

quo fueran los adecuados, y así lo fueron. El Tribunal Supremo no aprecia 

inobservancia de garantías constitucionales o infracción de normas 

sustantivas. El recurso de casación no prospera y ha de declararse infundado.   

§ IV. Corrección de error material§ IV. Corrección de error material§ IV. Corrección de error material§ IV. Corrección de error material

Undécimo. Undécimo. Undécimo. Undécimo. El Tribunal Supremo advierte que en la parte resolutiva de la 

sentencia de vista (foja 1158) se consignó equivocadamente el nombre de uno de 

los procesados como “Cristian Pinto Pacheco”, cuando en realidad, según la 

información del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, Reniec, el 

nombre correcto es Christian Pinto Pacheco, identificado con DNI n.o 

10012793 (foja 599 del tomo IV del cuaderno de debate). Este extremo de la sentencia 

impugnada debe corregirse por virtud del inciso 1 del artículo 124 del Código 

Procesal Penal.  
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§ V. Sobre las costas§ V. Sobre las costas§ V. Sobre las costas§ V. Sobre las costas

Duodécimo. Duodécimo. Duodécimo. Duodécimo. El inciso 2 del artículo 497 del Código Procesal Penal autoriza al 

órgano judicial a pronunciarse de oficio sobre el pago de las costas. ESSALUD es 

un organismo público autónomo adscrito al Ministerio de Trabajo y Promoción 

del Empleo y este, a su vez, forma parte del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, en 

aplicación del inciso 1 del artículo 499 del Código Procesal Penal, ESSALUD se 

encuentra exento del pago de costas.  

DECISIÓNDECISIÓNDECISIÓNDECISIÓN    

Por estos fundamentos, los señores jueces que integran la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I.I.I.I. DECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADODECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por la

RED ASISTENCIAL DE TARAPOTO DEL SEGURO SOCIAL DE SALUD (foja 1210)

contra la sentencia de vista, del once de marzo de dos mil veintiuno (foja

1140), expedida por la Sala Penal de Apelaciones de Tarapoto de la Corte

Superior de Justicia de San Martín, que confirmó la sentencia de primera

instancia, del veinte de noviembre de dos mil diecinueve (foja 926), que la

condenó como tercero civil solidariamente responsable con los

sentenciados José Luis Sánchez Minchola, Francisco Alexander Landa

Bolarte y Christian Pinto Pacheco por el daño derivado del delito de

homicidio culposo, cometido en agravio de María Verónica Infante

Mendoza. En consecuencia, NO CASARON NO CASARON NO CASARON NO CASARON la aludida sentencia de vista

en el extremo impugnado.

II.II.II.II. CORRIGIERON CORRIGIERON CORRIGIERON CORRIGIERON la parte resolutiva de la mencionada sentencia de vista,

en el extremo en el que consignó el nombre de uno de los sentenciados

como “Cristian Pinto Pacheco”. Lo correcto es Christian Pinto Pacheco.

III.III.III.III. DECLARARON EXENTO DECLARARON EXENTO DECLARARON EXENTO DECLARARON EXENTO del pago de costas a la RED ASISTENCIAL DE

TARAPOTO DEL SEGURO SOCIAL DE SALUD.
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IV.IV.IV.IV. DISPUSIERON DISPUSIERON DISPUSIERON DISPUSIERON que la presente sentencia se lea en audiencia pública, se

notifique a las partes apersonadas en esta Sede Suprema y se publique en la

página web del Poder Judicial.

V.V.V.V. MANDARON MANDARON MANDARON MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelvan los actuados al

órgano jurisdiccional de origen y se archive el cuaderno de casación en

esta Sala Penal Suprema. Hágase saber.

SS.SS.SS.SS.    

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZLUJÁN TÚPEZ    

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

CARBAJAL CHÁVEZ 

LT/cecv     
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SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, quince de julio de dos mil veintiuno  

VISTOS: en audiencia pública el 

recurso de casación por la causal prevista en el artículo 429.3 —falta de 

aplicación de la ley penal— interpuesto por la Procuraduría Pública 

Especializada en Delitos de Corrupción de Lima Norte contra la 

sentencia de vista emitida el siete de junio de dos mil dieciocho por la 

Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Lima Norte, que al revocar la sentencia emitida el treinta y uno de 

enero de dos mil dieciocho por el Tercer Juzgado Penal Unipersonal de 

la Corte Superior de Justicia de Lima Norte en el extremo en el que 

condenó a Carlos Teófilo Aranda Rodríguez como autor y a Carlos 

Humberto Vásquez Contreras, Fidencio Bruno Cruz y Richard Henrry 

Guevara Herrera como cómplices del delito de colusión desleal, en 

agravio del Estado —Municipalidad Provincial de Canta—, reformándola y 

absolviendo a todos los condenados, revocó también el extremo en el 

que fijaba el pago de la reparación civil ascendente a S/ 150 000 (ciento 

cincuenta mil soles) a favor del Estado. 

Intervino como ponente el señor juez supremo SEQUEIROS VARGAS. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Declaración de responsabilidad civil en 
un proceso penal 

El sustento de la responsabilidad penal es 
distinto al de la responsabilidad civil y 
ambos extremos deben ser motivo de 
pronunciamiento por el órgano 
jurisdiccional. 
El artículo 12.3 del Nuevo Código 
Procesal Penal concede al Tribunal la 
facultad para fijar un monto por 
concepto de reparación civil pese a la 
absolución o sobreseimiento de la causa. 
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Primero. Fundamentos de la impugnación 

1.1 La Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Corrupción 

de Lima Norte formuló casación excepcional para que se 

confirmen las condenas de unos procesados y se revoquen las 

absoluciones de los otros. 

1.2 A la vez, interpuso casación en el extremo de la responsabilidad 

civil, al amparo del artículo 427.3 del Nuevo Código Procesal 

Penal —en lo sucesivo NCPP—. En este extremo solicitó que se 

declare nula la recurrida y, reformándola, se señale una 

reparación civil ascendente a S/ 300 000 (trescientos mil soles). 

1.3 Sus fundamentos estuvieron orientados a cuestionar la 

revocación de la condena de algunos de los procesados y la 

confirmación de la absolución de los otros, ya que consideró que 

esto determinó la no imposición del pago de una reparación civil. 

Segundo. Antecedentes 

2.1 El Colegiado Superior declaró improcedente su recurso de 

casación, por lo que la Procuraduría Pública interpuso queja de 

derecho. 

2.2 Mediante resolución emitida el catorce de enero de dos mil 

diecinueve en la Queja NCPP número 576-2018/Lima Norte, la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema declaró infundado 

el recurso de queja respecto a la casación excepcional para 

desarrollo de doctrina jurisprudencial en cuanto a las condenas y 

absoluciones de los procesados; pero declaró fundado el mismo 

recurso  respecto al extremo de la reparación civil por la 

concurrencia de la causal prevista en el artículo 429.3 del NCPP 

—falta de aplicación de la ley penal—, a fin de verificar si este extremo 

fue evaluado por el Colegiado Superior. 



 CORTE SUPREMA   SALA PENAL PERMANENTE 
 DE JUSTICIA       CASACIÓN N.° 928-2019 
 DE LA REPÚBLICA  LIMA NORTE      

3 

2.3 Mediante auto de calificación emitido el primero de julio de dos 

mil veinte, se declaró bien concedido el recurso de casación 

sobre responsabilidad civil por la causal prevista en el artículo 

429.3 del NCPP —falta de aplicación de la ley penal—.  

Tercero. Imputación fáctica 

3.1 Obra “Ampliación y remodelación del Mercado Municipal de Canta” 

El Ministerio Público sostiene que Francisco Roberto Osorio Montoya (alcalde), 

Carlos Teófilo Aranda Rodríguez (gerente municipal) y Carlos Humberto 

Vásquez Contreras (inspector de obras), funcionarios de la Municipalidad 

Provincial de Canta, concertaron ilícitamente con los extraneus Richard Henrry 

Guevara Herrera (representante de la empresa Constructora RGH S. R. L.) y 

Fidencio Bruno Cruz (ingeniero residente) en el contrato signado para la 

ejecución de la obra “Ampliación y remodelación del Mercado Municipal de 

Canta”, en la Adjudicación Directa Selectiva número 003-2007-CEP-O/MPC.  

Se otorgó la buena pro a la empresa Constructora RGH S. R. L., representada 

por Guevara Herrera, por la suma de S/ 588 559.29 (quinientos ochenta y ocho 

mil quinientos cincuenta y nueve soles con veintinueve céntimos) y se suscribió 

el contrato el catorce de mayo de dos mil ocho, otorgándosele noventa días 

naturales para la ejecución de la obra. 

Antes de finalizar el plazo de entrega, se suscribió una adenda por S/ 51 097.10 

(cincuenta y un mil noventa y siete soles con diez céntimos) y se otorgó un 

plazo adicional hasta el quince de septiembre de dos mil ocho.  

Pero no solo no se cumplió con la entrega en la fecha acordada, sino que 

Guevara Herrera decidió que la entregaría un mes después; aun en la nueva 

fecha que designó, la obra fue observada y se le otorgó un plazo adicional 

para la subsanación. El diez de noviembre de dos mil ocho se suscribió un acta 

de recepción de obra definitiva por parte de Aranda Rodríguez, Vásquez 

Contreras y Guevara Herrera dando la aprobación al supuesto levantamiento 

de observaciones; sin embargo, según Guevara Herrera, la obra no fue 

entregada en esa fecha. La colusión entre Vásquez Contreras, Guevara 

Herrera y Bruno Cruz permitió que en la ejecución de la obra y su adicional se 

incurriese en deficiencias estructurales y arquitectónicas.  
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3.2 Obra “Construcción del Mercado Municipal 1.er nivel y acabados 2.o nivel” 

Mediante Resolución de Gerencia Municipal número 003-2009-GM/MPC del 

veinticuatro de agosto de dos mil nueve, Eduardo Sandoval Bravo (gerente 

municipal) aprobó el expediente técnico del proyecto “Construcción del 

Mercado Municipal 1.er nivel y acabados 2.o nivel” por S/ 391 500.04 (trescientos 

noventa y un mil quinientos soles con cuatro céntimos), por el plazo de 

ejecución de sesenta días.  

El dos de octubre siguiente Sandoval Bravo suscribió el contrato de ejecución 

de la obra con la empresa Antarco Constructora S. A., representada por 

Alfredo Mendiola Vásquez, por la suma de S/ 430 650.32 soles (cuatrocientos 

treinta mil seiscientos cincuenta soles con treinta y dos céntimos), 

otorgándosele sesenta días para su ejecución.  

El treinta de octubre y el cuatro de noviembre de ese año, con el visto de 

Sandoval Bravo, se entregaron pagos adelantados del 20 % del monto, 

equivalente a S/ 86 130 (ochenta y seis mil ciento treinta soles) y del 40 %, 

equivalente a S/ 172  260. 13 (ciento setenta y dos mil doscientos sesenta soles 

con trece céntimos), respectivamente, pese a que el dos de noviembre el 

encargado de la asesoría técnica de la municipalidad realizó varias 

observaciones a la obra alegando deficiencias y señaló que el expediente 

técnico no reunía los requisitos para su aprobación y ejecución. 

La empresa solicitó dos veces la ampliación del plazo de entrega: la primera 

por veinte días y la segunda por cuarenta y ocho días, y dio como nueva 

fecha de entrega el once de marzo de dos mil diez. No obstante, mediante 

informe del cinco de enero de dos mil diez, Madueño Odría (supervisor de la 

obra) elevó su visto bueno para el pago a la empresa respecto a la 

valorización número 1 por la suma de S/ 90 679.11 (noventa mil seiscientos 

setenta y nueve soles con once céntimos), correspondiente al avance físico del 

tres al treinta y uno de noviembre de dos mil nueve, que alcanzaba el 68.76 % 

del avance de la obra.  

El pago se hizo efectivo el veintisiete de enero de dos mil diez, cuando Atoche 

Ramírez y Gonzales Trevejo (ingenieros residentes) se desempeñaban como 

trabajadores de la empresa, los cuales no cumplieron con ejecutar la obra. 

3.3 Según la Pericia número 18-2013-DIRCOCOR-PNP/OFICRI/UNITA VAL-E2, en la 

ejecución de estas obras se habría pagado un total de S/ 1 081 811.14 (un 
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millón ochenta y un mil ochocientos once soles con catorce céntimos), pero a 

la fecha el mercado está declarado inhabitable, lo cual perjudica a la 

población de Canta.   

Cuarto. Itinerario del procedimiento 

4.1 El veinte de marzo de dos mil quince el Segundo Despacho de la Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de 

Funcionarios de Lima Norte formuló requerimiento de acusación contra 

Francisco Roberto Osorio Montoya, Carlos Teófilo Aranda Rodríguez, Carlos 

Humberto Vásquez Contreras, Fidencio Bruno Cruz, Richard Henrry Guevara 

Herrera, Eduardo Sandoval Bravo, César Augusto Madueño Odría, Leoncio 

Atoche Ramírez, Liliana Marilú Pilar Gonzales Trevejo y Alfredo Javier Mendiola 

Vásquez —cfr. folios 2 a 40 del cuaderno de debates— por el delito de colusión 

ilegal como tipificación principal y por el delito de negociación incompatible 

como tipificación alternativa; en consecuencia, solicitó que se les imponga la 

pena de nueve años de privación de libertad por el delito de colusión desleal o 

cinco años por el delito de negociación incompatible e inhabilitación, y se fije 

en S/ 50 000 (cincuenta mil soles) el monto de pago por concepto de 

reparación civil. 

No obstante, puso en conocimiento que la Procuraduría Pública 

Anticorrupción se había constituido en actor civil el cuatro de octubre de dos 

mil trece, por lo que cesaba su legitimidad para intervenir en el objeto civil del 

proceso.  

4.2 El quince de junio de dos mil diecisiete se emitió el respectivo auto de 

enjuiciamiento. Superada la etapa intermedia, así como el juicio oral de 

primera instancia, el juez del Tercer Juzgado Penal Unipersonal de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte emitió sentencia el treinta y uno de enero de 

dos mil dieciocho —fojas 401 a 504—, en la que: i) absolvió a Francisco Roberto 

Osorio Montoya, Eduardo Sandoval Bravo, César Augusto Madueño Odría, 

Leoncio Atoche Ramírez, Liliana Marilú Pilar Gonzales Trevejo y Alfredo Javier 

Mendiola Vásquez de la acusación fiscal formulada en su contra por el delito 

contra la administración pública-colusión ilegal, en agravio del Estado —

Municipalidad Provincial de Canta—, y ii) condenó a los acusados Carlos 

Teófilo Aranda Rodríguez como autor y a Carlos Humberto Vásquez Contreras, 

Fidencio Bruno Cruz y Richard Henrry Guevara Herrera como cómplices del 
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delito contra la administración pública-colusión ilegal, en agravio del Estado —

Municipalidad Provincial de Canta—, y como tal impuso al primero cuatro años 

de pena privativa de libertad suspendida en su ejecución bajo reglas de 

conducta e inhabilitación, y a los otros tres años de pena privativa de libertad 

suspendida en su ejecución e inhabilitación, e impuso a todos el pago de S/ 15 

000 (quince mil soles) por concepto de reparación civil.  

4.3 Contra tal decisión, interpusieron recurso de apelación el Ministerio Público, la 

Procuraduría Pública Anticorrupción de Lima Norte y los procesados 

condenados, lo que determinó que el siete de junio de dos mil dieciocho se 

emitiera la sentencia de vista que revocó el extremo condenatorio y el de la 

reparación civil y, reformándola, absolvió a los procesados y dejó sin efecto la 

reparación civil impuesta; asimismo, confirmó la decisión absolutoria respecto a 

los otros procesados. 

4.4 Contra la sentencia de vista, la Procuraduría Pública Anticorrupción interpuso 

recurso de casación, que fue admitido vía recurso de queja solo en el extremo 

de la reparación civil; y, elevados a la Corte Suprema, nos avocamos al 

conocimiento de esta causa los señores jueces que emitimos el auto de 

calificación el primero de julio de dos mil veinte, el cual declaró bien 

concedido el recurso en el extremo civil por la causa prevista en el artículo 

429.3 del NCPP —falta de aplicación de la ley penal—. 

4.5 Cumpliendo con lo establecido en el artículo 439.1 del NCPP, mediante 

decreto del pasado veintitrés de abril, esta Sala Suprema fijó fecha para la 

audiencia de casación para el veintiséis de mayo, en la cual intervino el 

representante de la Procuraduría Pública Anticorrupción, Julio Augusto Yauli 

Medina; culminada aquella, de inmediato, se produjo la deliberación de la 

causa en sesión privada, en la que se produjo el debate, en virtud del cual, tras 

la votación respectiva y al obtener el número de votos necesarios, 

corresponde pronunciar la presente sentencia de casación, cuya lectura se 

dará en audiencia pública en la fecha. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1.1 El artículo 92 del Código Penal prescribe que la reparación civil se 

determina conjuntamente con la pena y es un derecho de la 
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víctima que debe efectivizarse durante el tiempo que dure la 

condena. El juez debe garantizar su cumplimiento.  

1.2 Se trata de pretensiones autónomas y principales. La conclusión 

penal no necesariamente determina lo relacionado con la 

responsabilidad civil y la imposición del pago de un determinado 

monto por concepto de reparación civil. La responsabilidad civil 

no es únicamente una consecuencia lógica de la 

responsabilidad penal; no hay una relación de causa/efecto; se 

trata de una responsabilidad autónoma, determinable bajo 

argumentos diferentes a los que sustentan la responsabilidad 

penal. En consecuencia, es necesario que toda decisión judicial 

penal resuelva ambos extremos. 

1.3 El artículo 1969 del Código Civil —aquel que por dolo o culpa causa un 

daño a otro está obligado a indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o 

culpa corresponde a su autor— establece una regla de indemnización 

que constituye un imperativo independiente al que sustenta la 

emisión del fallo en el extremo penal de una sentencia. 

1.4 En ese sentido, no es amparable excluir automáticamente la 

declaración de responsabilidad y obligaciones civiles sobre la 

base de la absolución en materia penal. Tal planteamiento 

contradice la ratio legis del inciso 3 del artículo 12 del NCPP, que 

concede al Tribunal la facultad para fijar un monto por concepto 

de reparación civil pese a la absolución o sobreseimiento de la 

causa. El Código Penal, por su parte, regula la reparación civil a 

partir del artículo 92 y en el artículo 101 determina la aplicación 

supletoria del Código Civil; por lo tanto, el establecimiento o no 

de esta responsabilidad tiene sus propias razones y sustento 

normativo. 
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1.5 Se deriva de estas normas que el sustento de la responsabilidad 

penal es distinto al de la responsabilidad civil y ambos extremos 

deben ser motivo de pronunciamiento por el órgano 

jurisdiccional.  

1.6 El Colegiado Superior, luego de ratificar la absolución emitida en 

primera instancia, estuvo habilitado legalmente para determinar 

la responsabilidad civil y fijar un monto por concepto de 

reparación civil, en aplicación del inciso 3 del artículo 12 del 

NCPP. No obstante ello, el recurso de casación contra la 

sentencia de vista fue declarado bien concedido solo en el 

extremo que al revocar la condena a Carlos Teófilo Aranda 

Rodríguez como autor y a Carlos Humberto Vásquez Contreras, 

Fidencio Bruno Cruz y Richard Henrry Guevara Herrera como 

cómplices del delito de colusión desleal, en agravio del Estado —

Municipalidad Provincial de Canta—, absolviéndolos de la 

acusación fiscal en su contra, revocó también el extremo en el 

que fijaba el pago de la reparación civil ascendente a S/ 150 000 

(ciento cincuenta mil soles) a favor del Estado, por lo que solo es 

materia de pronunciamiento este extremo. 

1.7 En la sentencia de primera instancia, se señaló el monto de la 

reparación civil para los condenados al haberse acreditado el 

hecho ilícito antijurídico y el daño causado como consecuencia 

de este; sin embargo, se advierte ausencia de motivación que 

exprese las razones que determinaron la imposición del quantum 

fijado y no del que solicitó la parte civil.  

1.8 En la sentencia de vista, en los párrafos 17.1.11 y 17.1.12, se señala 

que, si bien el informe pericial signado como “Peritaje referente a 

la evaluación de la edificación del Mercado Municipal  provincial 

de Canta” acredita las deficiencias en la construcción, no se ha 
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acreditado que se contaba con un expediente técnico suscrito 

por el proyectista consultor, lo que pone en duda cuáles fueron 

las especificaciones técnicas en mérito de las cuales se ejecutó 

la obra. Esta inferencia deriva en justificación respecto a la 

responsabilidad penal; sin embargo, no se argumenta sobre las 

deficiencias en la construcción que ciertamente constituyen 

perjuicio para el contratante, en este caso, la Municipalidad 

Provincial de Canta.  

1.9 Igualmente, en los párrafos 17.2.1 y 17.2.6 se indicó que, si bien 

están plenamente acreditadas las deficiencias estructurales que 

han imposibilitado que la estructura sea utilizada de manera 

permanente como mercado de la provincia de Canta, la 

prueba actuada no permite acreditar el acuerdo colusorio y no 

se cuenta con una pericia que concluya que las deficiencias 

estructurales advertidas en la obra resultan de la inobservancia 

del expediente técnico en mérito del cual se estructuran las 

bases para el otorgamiento de la buena pro. Igualmente, dicha 

conclusión está referida a la responsabilidad penal, pero no se 

desarrolla nada respecto a las deficiencias estructurales que 

hacen imposible dar uso al inmueble para el propósito para el 

que estaba destinado; por lo tanto, se colige que no hay 

perjuicio, lo que es preciso reparar.  

1.10 Tales fundamentos no niegan la existencia de daños y perjuicios y 

que estos resultan de las edificaciones realizadas por los 

imputados; se gastó más de un millón de soles en las obras 

indicadas, las que al final perjudicaron a la municipalidad como 

consecuencia de los defectos e irregularidades en la 

contratación, en el control de la ejecución por pagos irregulares 
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e incumplimiento de los contratos. Es razonable concluir que esos 

daños y perjuicios tienen que ser resarcidos. 

1.11 La sentencia de vista solo niega que tal perjuicio sea producto de 

la colusión entre los procesados; pero la conclusión del 

Colegiado Superior respecto a que la inexistencia del hecho y del 

acuerdo colusorio no solo determina la imposibilidad de 

imposición de una pena, sino la de imponer un pago por 

concepto indemnizatorio (párrafo 17.3.5 de la sentencia de vista) no 

responde a los criterios objetivos que deben sustentar lo relativo a 

la responsabilidad civil y a la determinación del monto de una 

reparación civil.  

1.12 Se señala que no fue materia del proceso el resarcimiento de los 

daños ocasionados por el accionar de los funcionarios públicos al 

incumplir sus cargos funcionariales de control y ejercicio de 

acciones tendientes a controlar los fines contractuales; tal 

pronunciamiento inobservó lo dispuesto en los artículos 92 y 93 del 

Código Penal, que disponen la obligación de pronunciarse sobre 

la reparación civil, la cual comprende la restitución del bien o el 

pago de su valor, y la indemnización por los daños y perjuicios.  

1.13 La declaración sobre la existencia o no de responsabilidad civil 

debe cumplir con el mandato de motivación previsto en el inciso 

5 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, tanto a nivel 

cualitativo como cuantitativo. En el primer caso, deberá expresar 

el ámbito de la reparación y las razones por las que concluye 

que se produjo o no: i) la conducta antijurídica, ii) el daño 

causado, iii) la relación de causalidad y iv) el factor de 

atribución; en tanto que, a nivel cuantitativo, la Sala Superior 

deberá expresar las razones por las que fija el quantum en una 

suma determinada. 
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1.14 De las consideraciones de la sentencia recurrida se advierte que 

hay factor de atribución en estos daños; en consecuencia, es 

necesario que se debatan estos extremos y se expida sentencia 

sobre el extremo de la reparación civil, determinando su 

existencia o no y el monto y los responsables de la indemnización 

por esos daños. Finalmente, resulta inaudito que la ejecución de 

una obra en beneficio de la población haya sido defectuosa e 

inútil, a pesar de las importantes sumas que se han pagado, y 

que nadie responda en la vía penal ni civil. 

1.15 Como consecuencia de lo declarado, corresponde ordenar a la 

Sala Superior la realización de un nuevo juicio de apelación solo 

respecto a la reparación civil, el monto y los responsables de ella.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON FUNDADO EL RECURSO DE CASACIÓN, por la causal

prevista en el artículo 429.3 del NCPP —falta de aplicación de la ley

penal—, interpuesto por la Procuraduría Pública Especializada en

Delitos de Corrupción de Lima Norte, CASARON  la sentencia de

vista emitida el siete de junio de dos mil dieciocho por la Primera

Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de

Lima Norte, en el extremo que revocó el pago de la reparación

civil ascendente a S/ 150 000 (ciento cincuenta mil soles) a favor del

Estado—Municipalidad Provincial de Canta—, impuesta en la sentencia

de primera instancia a Carlos Teófilo Aranda Rodríguez, Carlos
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Huberto Vásquez Contreras, Fidencio Bruno Cruz y Richard Henrry 

Guevara Herrera, DISPUSIERON que se realice un nuevo juicio de 

apelación solo respecto al monto y los responsables en el 

extremo civil. 

II. DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria sea leída en

audiencia pública y, acto seguido, se notifique a todas las partes

apersonadas en esta sede suprema.

III. MANDARON que cumplidos estos trámites se devuelva el proceso

al órgano jurisdiccional de origen y se archive el cuadernillo de

casación en esta Suprema Corte.

S. S.  

SAN MARTÍN CASTRO 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

TORRE MUÑOZ  

CARBAJAL CHÁVEZ 

IASV/mirr 
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SALA PENAL TRANSITORIA 
RECURSO DE NULIDAD N.° 1235-2019 
AYACUCHO 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

IDENTIFICACIÓN DEL AUTOR -DELITO DE VIOLACIÓN

SEXUAL.
Sumilla. La ausencia de conocimiento del 
nombre del autor al momento de los hechos 
no puede ser razón para concluir por la falta 
de certeza en su identificación. En un hecho 
delictivo no siempre se conoce el nombre 
del delincuente. En este caso, la agraviada 
y la testigo, si bien con anterioridad a los 
hechos no conocían el nombre del 
sentenciado, sí lo ubicaban físicamente. La 
identidad nominal les fue proporcionada 
posteriormente por dos muchachos que 
auxiliaron a la víctima. 

Lima, ocho de julio de dos mil veintiuno 

VISTO: el recurso de nulidad 

interpuesto por la defensa del sentenciado MARCIAL EUSEBIO QUISPE BARRIAL 

contra la sentencia de vista del veintiuno de junio de dos mil diecisiete 

(foja 317), emitida por la Primera Sala Penal Liquidadora de Huamanga de 

la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, que confirmó la de primera 

instancia del once de noviembre de dos mil dieciséis (foja 283), que lo 

condenó como autor del delito contra la libertad sexual en la modalidad 

de violación sexual, en perjuicio de la persona identificada con las 

iniciales D. C. L., y le impuso cuatro años de pena privativa de la libertad 

suspendida en su ejecución por el plazo de tres años, y fijó el pago de 

cinco mil nuevos soles como reparación civil a favor de la agraviada, con 

lo demás que contiene. 

Intervino como ponente la jueza suprema SUSANA CASTAÑEDA OTSU. 

CONSIDERANDO 

HECHOS PROBADOS MATERIA DE CONDENA 

PRIMERO. En la sentencia de primera instancia –confirmada por la Sala 

Superior en la sentencia de vista con base en el dictamen acusatorio 

(foja 170) y la prueba actuada se declaró probado que el 13 de 

septiembre de 2010, a las 18:00 horas, la agraviada de sesenta y cuatro 
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años de edad, identificada con las iniciales D. C. L., transitaba por la vía 

Los Libertadores, en el distrito de Quinua, cuando por inmediaciones del 

lugar conocido como Tres Cruces, se encontró con el sentenciado 

Marcial Eusebio Quispe Barrial (poblador del distrito), quien caminaba en 

sentido contrario en estado de ebriedad. Acto seguido él, de forma 

súbita, la sujetó de la blusa a la altura del pecho. Ella respondió con 

bofetadas y arañones en el rostro para que se detenga. No obstante, 

Quispe Barrial la jaló y arrastró a unos metros de la acequia ubicada a un 

lado de la carretera (un pequeño barranco). Ambos forcejearon y él le 

introdujo los dedos de la mano en la vagina, mientras ella pedía auxilio. 

Los gritos fueron escuchados por Teodosia Sánchez Barrientos, quien 

transitaba por el lugar hacia una vigilia religiosa y, aprovechando la 

presencia de dos muchachos jóvenes (cuyos nombres se desconoce), 

quienes también transitaban por allí, les avisó de los gritos de la agraviada 

para que ellos la auxilien. Ellos acudieron al auxilio de la víctima e 

interrumpieron el ataque del sentenciado, a quien golpearon y dejaron 

tendido en el suelo. Acto seguido ayudaron a la agraviada a incorporarse 

y le proporcionaron el nombre del sentenciado para que asentará la 

denuncia respectiva. La agraviada denunció los hechos ante el juez de 

paz, pero como no le correspondía avocarse a su conocimiento, fue 

reconducida a la comisaría de Quinua, donde finalmente denunció los 

hechos. 

Estos hechos fueron tipificados como delito de violación sexual, previsto 

en el primer párrafo, artículo 170, del Código Penal (CP). 

SUSTENTO DEL RECURSO DE NULIDAD 

SEGUNDO. En el recurso de nulidad contra la sentencia de vista –concedida 

vía Queja Excepcional N.° 432-2017– la defensa del sentenciado Marcial 

Eusebio Quispe Barrial sostuvo la vulneración del principio de presunción 

de inocencia, con base en los siguientes agravios: 
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2.1. Los datos proporcionados por la agraviada no son verosímiles ni 

reales, pues no reconoció de manera inequívoca a su presunto agresor, y 

se limitó a sindicar a su patrocinado, de cuya identidad refirió se habría 

cerciorado porque cuando pretendía abusar de ella aparecieron dos 

muchachos desconocidos y le dijeron su identidad. Es decir, no conocía 

quién era su agresor y tampoco está demostrado que esos dos jóvenes 

pobladores estuvieron presentes el día de los hechos, lo que podría 

tratarse de un invento. 

2.2. La declaración de la testigo Teodosia Sánchez Barrientos es 

contradictoria, pues en un primer momento señaló temerariamente 

conocer a su patrocinado; sin embargo, cuando se le preguntó con 

relación a los datos de identidad, indicó que los dos muchachos le dijeron 

que se llamaba Marcial Quispe. No existe la seguridad de que él sea el 

agresor sexual. Asimismo, ella señaló que su patrocinado tiene otros dos 

hermanos parecidos, con lo cual insinúa o deja entrever que la supuesta 

violación la pudo efectuar cualquiera de sus hermanos.  

2.3. En el recurso de apelación se cuestionó la citada declaración 

testimonial; sin embargo, la Sala Superior la desestimó porque no propuso 

ningún medio de corroboración periférico, lo cual es incorrecto, ya que 

ante una testimonial de dicha naturaleza no cabe ningún medio. 

Asimismo, se incurrió en exceso al afirmar que su patrocinado se mantuvo 

oculto durante el plazo de instrucción, pues no corresponde a la verdad, 

ya que él estuvo dedicado a sus labores cotidianas, y no estuvo oculto, 

sino que por una deficiente notificación no tuvo conocimiento del 

presente proceso. 

2.4. La Sala Superior no tuvo en consideración que el fiscal superior al advertir 

que no estaba debidamente identificado que su patrocinado sea el autor del 

delito atribuido, opinó que se declare nula la sentencia condenatoria. 
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FUNDAMENTOS DE ESTE SUPREMO TRIBUNAL 

EL DELITO DE VIOLACIÓN SEXUAL

TERCERO. El delito por el cual fue condenado el sentenciado Marcial 

Eusebio Quispe Barrial como autor, se encuentra previsto en el primer 

párrafo, artículo 170, del CP, con la modificatoria de la Ley N.° 287041, 

vigente a la fecha de los hechos, el cual prescribe lo siguiente: 

Artículo 170 del CP. El que con violencia o grave amenaza, obliga a una 
persona a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros 
actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las 
dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
seis ni mayor de ocho años. 

CUARTO. En este delito, cuya víctima es una persona con capacidad de 

consentimiento, el bien jurídico protegido es la libertad sexual. En ese 

sentido, lo que se reprime es un abuso sexual indeseado, no voluntario, no 

consentido. Es pertinente precisar que no se exige la resistencia de la 

víctima como presupuesto material indispensable para su configuración, 

pues por un lado el tipo penal comprende la amenaza como medio 

comisivo del delito; y, de otro, por la presencia dese consideran las 

circunstancias contextuales concretas que pueden hacer inútil una 

resistencia de la víctima. La consumación se produce con la penetración, 

total o parcial, del miembro viril en la cavidad vaginal, bucal o anal sin 

que sean necesarios ulteriores resultados, como eyaculaciones, ruptura 

del himen, lesiones o embarazo2. 

QUINTO. Sobre la prueba en los delitos de violación sexual, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos estableció que en atención a que 

se trata de un tipo particular de agresión que, en general, se caracteriza 

1 Publicada el 5 de abril de 2006. 
2 Acuerdo Plenario N.° 1-2011/CJ-116, del 6 de diciembre de 2011. Asunto. Apreciación de la 
prueba en los delitos contra la libertad sexual. 
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por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el 

agresor o los agresores, y que dada la naturaleza de esta forma de 

violencia no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o 

documentales y, por ello, es habitual y admisible como única prueba de 

cargo legítima la declaración de la víctima, por tratarse de un ilícito 

denominado “clandestino”3. Esta posición ha sido asumida por el Tribunal 

Constitucional4. 

SEXTO. Por su parte, los jueces supremos en el Acuerdo Plenario N.° 02-

2005/CJ-1165 han establecido que para que la sindicación de la víctima 

enerve la presunción de inocencia, exige ciertos requisitos de validez, esto 

es: a) ausencia de incredibilidad subjetiva, es decir, que no existan 

relaciones entre el coacusado o agraviado e imputado basadas en el 

odio, resentimientos, enemistad u otras que puedan incidir en la 

parcialidad de la deposición, que por ende le nieguen aptitud para 

generar certeza; b) verosimilitud, que no solo incide en la coherencia y 

solidez de la propia declaración, sino que esta debe estar rodeada de 

ciertas corroboraciones periféricas, de carácter objetivo que le doten de 

aptitud probatoria; y c) persistencia en la incriminación, de sus 

afirmaciones en el curso del proceso. La cual debe estar referida al 

núcleo de la imputación que sustenta la tesis acusatoria.  

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

SÉPTIMO. Como se anotó, el recurso de nulidad de la defensa ha sido 

concedido vía Queja Excepcional N.° 432-20176, en el cual se sostuvo que 

se habría infringido el derecho a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales, pues la Sala Superior no absolvió adecuadamente los agravios 

3 Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Sentencia del 30 de agosto de 2010. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Fundamento 100. Pronunciamiento que 
fue reiterado en el caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Sentencia del 31 de agosto de 2010. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Fundamento 89. 
4 STC 05121-2015-PA/TC, del 24 de enero de 2018, f. j. 12. 
5 Del 30 de setiembre de 2005. Asunto. Requisitos de la sindicación de coacusado, testigo o 
agraviado. 
6 Del 30 de enero de 2018. 
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del recurrente referidos a que no se identificó con certeza que sea el 

autor del delito ni se explicó por qué no se acogía la posición del fiscal 

superior de que se declare nula la sentencia condenatoria. 

Al respecto, si bien de la revisión de la sentencia de vista se verifica que el 

Tribunal Superior no absolvió con solvencia ni suficiencia los agravios del 

recurrente, ni argumentó explícitamente la razón por la cual no asumía la 

posición del fiscal superior, tales vicios de motivación, conforme con los 

principios que informan la nulidad (ultima ratio y subsidiariedad) no 

conllevan ineludiblemente a anular la condena de primera instancia. Este 

Supremo Tribunal, en mérito al conocimiento del presente recurso de 

nulidad, puede ingresar a analizar el fondo del asunto y determinar si 

existe base suficiente para ratificar o no la condena. 

OCTAVO. De la revisión de la sentencia de primera instancia se tiene que 

no existe duda en cuanto a la materialidad del delito, pues la agresión 

sexual denunciada por la agraviada se encuentra corroborada con la 

declaración de la testigo Teodosia Sánchez Barrientos, quien señaló que 

escuchó los gritos de la agraviada y que con el apoyo de dos 

muchachos la auxilió cuando era víctima de agresión sexual. Asimismo, 

con el Certificado Médico Legal N.° 007569, del 15 de setiembre de 2010 

(practicado a los dos días de ocurrido el hecho), el cual concluyó que 

presentó: i) Carúnculas mitiformes (genitales por parto) con lesiones 

recientes. ii) Lesiones recientes en genitales externos. iii) Signos de lesiones 

paragenitales recientes ocasionadas por objeto de punta y uña. 

NOVENO. En ese sentido, la cuestión central y sobre la que se orientan los 

agravios del recurrente radica en determinar si el sentenciado Marcial 

Eusebio Quispe Barrial es el autor de la referida agresión sexual. 

La agraviada, en sus declaraciones (policial, fiscal y preventiva), de 

manera coherente y uniforme señaló que conoce al sentenciado por ser 



                        

7 

SALA PENAL TRANSITORIA 
RECURSO DE NULIDAD N.° 1235-2019 
AYACUCHO 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

ambos vecinos del pueblo de Quinua, ubicado en la provincia de 

Huamanga, Ayacucho, pero aclaró que el nombre del sentenciado se lo 

proporcionaron los dos muchachos que la auxiliaron y le señalaron que 

vivía “por allá abajito”. 

Por su parte, la testigo Teodosia Sánchez Barrientos señaló que al 

sentenciado lo conoce a raíz de los hechos materia del presente proceso, 

y precisó también que tuvo conocimiento de su nombre en atención a 

que los dos muchachos que lo aprehendieron le dijeron que se llamaba 

Marcial Quispe.  

DÉCIMO. De las dos declaraciones anotadas se aprecia que tanto la 

agraviada como la testigo con anterioridad a los hechos ubicaban 

físicamente al sentenciado, aunque no por su nombre, dato que ambas 

coinciden les proporcionaron los dos muchachos que auxiliaron a la 

víctima. 

Esta ausencia de conocimiento del nombre del autor al momento de los 

hechos no puede ser razón para concluir por la falta certeza en su 

identificación. En ese aspecto, se comparte lo expuesto en la sentencia 

de primera instancia, en el sentido de que en un hecho delictivo no 

siempre se conoce el nombre del delincuente pero que en este caso sí 

existe reconocimiento por las características físicas. A ello se agrega que 

la testigo Sánchez Barrientos refirió que ubica al sentenciado como 

integrante de la familia Quispe.    

DECIMOPRIMERO. Asimismo, se destacan los siguientes puntos 

coincidentes entre la sindicación y la propia versión del acusado que 

denotan verisimilitud en cuanto a la autoría del hecho delictivo. 

11.1. La agraviada vive en Quinua. Por su parte, el sentenciado en su 

declaración instructiva también refirió que en el 2010 (año de los hechos) 

radicó en Quinua. 
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11.2. La agraviada y la testigo refirieron que el agresor sexual se 

encontraba en estado de ebriedad. El sentenciado en su declaración 

instructiva señaló que el día de los hechos hubo una fiesta en el pueblo 

de Quinua y que libó licor desde la nueve de la mañana (caña, chicha y 

cerveza).  

11.3. La agraviada señaló que los hechos ocurrieron a las 18:00 horas 

cuando transitaba por la vía Los Libertadores. El sentenciado señaló que 

permaneció en la fiesta hasta las 6 o 7 de la noche y que luego se retiró a 

su domicilio ubicado por la vía Los Libertadores. Su casa está a cinco 

cuadras de la festividad. 

DECIMOSEGUNDO. El recurrente cuestionó la fuente de conocimiento del 

nombre del sentenciado, esto es, sobre la existencia de los muchachos 

que auxiliaron a la agraviada, ya que se desconoce sus identidades y 

características. Al respecto, tanto la agraviada como la testigo señalaron 

que no pudieron reconocer a estos dos muchachos debido a la 

oscuridad del lugar por la hora en que ocurrieron los hechos. No obstante, 

ambas coinciden en la participación de ambos en el suceso fáctico 

como las personas que auxiliaron a la víctima. Asimismo, ellas han referido 

que no tienen enemistad previa con el sentenciado como para 

considerar que la sindicación tenga un ánimo de venganza u otro. Con lo 

cual se concluye que, en efecto, la fuente por la cual ellas tomaron 

conocimiento del nombre del sentenciado no pudo ser otra sino a través 

de los dos muchachos. 

DECIMOTERCERO. El recurrente también sostuvo que de ser cierta la 

intervención de los muchachos lo lógico hubiera sido que lo conduzcan a 

la comisaría en ese momento. Al respecto, se tiene que la agraviada 

señaló que al momento de los hechos ellos le recomendaron que acuda 

a la comisaría e interponga la denuncia; sin embargo, lo dejaron ir y que 

recién al día siguiente denunció el hecho ante el juez de paz de Quinua, 
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quien los recondujo a la comisaría de dicho lugar. En el mismo sentido, la 

testigo señaló que los muchachos le dijeron que lleven a Marcial Eusebio 

Quispe Barrial a la comisaría; sin embargo, como era de noche y eran 

mujeres, lo dejaron ir, y que fue al día siguiente que avisaron al juez de Paz 

de Quinua, pero como no procedían con los trámites la llevó a la ciudad 

a la División Médico Legal pues se encontraba con dolores. De lo 

expuesto, se tiene que los jóvenes recomendaron a la agraviada y a la 

testigo acudir a la comisaría de inmediato; sin embargo, como relató esta 

última, ante el temor, dada su condición de mujeres, lo dejaron ir en ese 

momento y al día siguiente denunciaron el hecho. Esta falta de denuncia 

inmediata suele ocurrir en este tipo de delito y no debe considerarse 

como una circunstancia que reste credibilidad a la versión incriminatoria.  

DECIMOCUARTO. En el recurso también se puso en cuestión la autoría, ya 

que la agraviada y la testigo refirieron que el sentenciado tiene hermanos 

que se parecen en el rostro, y que debió llevarse a cabo un 

reconocimiento físico. Al respecto, como se expuso, ambas ubican 

físicamente al sentenciado.  

DECIMOQUINTO. Se agrega que la agraviada, en su declaración a nivel 

fiscal del 29 de octubre de 2013, señaló que luego de interponer la 

denuncia y realizada su manifestación, en agosto de 2013, el efectivo 

policial Miguel Juan Vásquez Huanasca, quien se encargaba de la 

investigación de su denuncia, la convocó, a fin de que arribaráa a un 

acuerdo económico con el denunciado, quien supuestamente se ofrecía 

a pagar la suma de dos mil soles a razón de cien soles mensuales, a lo 

cual ella no accedió y pidió que se continuara el trámite respectivo, es así 

que recién el policía derivó los actuados. Al respecto, se verifica que, en 

efecto, el citado efectivo fue instructor, obra su firma en el atestado. 

Asimismo que el atestado recién fue remitido a la Fiscalía el 16 de agosto 

de 2013 (foja 17). Esto es casi dos años de ocurridos los hechos.  
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También se tiene que, en la declaración preventiva de la agraviada, del 

17 de julio de 2014, en la cual señaló que en el mes de mayo de 2014, la 

madre del sentenciado, Dionisia Barrial, le dijo que arreglen sobre el daño 

que le causó su hijo y le propuso que le pagarían dinero para arreglar. Ella 

le dijo que retornara su hijo Marcial; sin embargo, no vino. Asimismo, refirió 

que la exesposa del sentenciado le dijo que lo notifiquen de una vez para 

que preste su declaración, pues se iría a la selva y desaparecería con el 

fin de eludir su responsabilidad penal. 

Por su parte, la testigo Sánchez Barrientos señaló que recibió amenazas 

del hermano del sentenciado, Juan Quispe Barrial, quien le dijo: “Ahora se 

van a quedar sentadas en su casa, para eso le voy a hacer hechicería”. 

Por las razones anotadas, los agravios formulados por la defensa de 

Marcial Eusebio Quispe Barrial deben ser desestimados. 

CON RELACIÓN A LA PENA Y REPARACIÓN CIVIL 

DECIMOSEXTO. En cuanto a la pena, el fiscal provincial solicitó la pena de 

seis años de privación de la libertad. El Juzgado Penal le impuso cuatro 

años de pena privativa de la libertad suspendida en su ejecución por el 

plazo de tres años. Se sustentó en lo siguiente: i) Sus condiciones 

personales y medio social y geográfico en el que se desarrolló. ii) Su 

grado cultural, sus usos y costumbres. iii) La carencia de antecedentes 

penales y judiciales. iv) El haberse encontrado bajo los efectos del 

alcohol. v)  Su condición económica de pobreza. vi) Es soltero con cuatro 

hijos, artesano, con grado de secundaria incompleta. Esta sanción fue 

ratificada por la Sala Superior. 

Al respecto, según el texto de la Ley N.° 28704, vigente a la fecha de los 

hechos, la pena por el delito de violación sexual era de no menor de seis 

ni mayor de ocho años de pena privativa de libertad. En ese aspecto, se 

aprecia que al sentenciado se le impuso una pena por debajo del 

mínimo legal y con el carácter de suspendida en consideración a las 
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circunstancias ya anotadas, de las cuales la única que se aprecia con 

entidad suficiente para producir una rebaja de dicha magnitud es el 

estado de embriaguez con el que actuó, pues constituye una eximente 

imperfecta de responsabilidad penal, conforme con los artículos 20.1 y 21 

del CP7. En ese aspecto, considerando que el único impugnante es el 

sentenciado, debe ratificarse la pena en atención al principio de no 

reformatio in peius (proscripción de la reforma en peor)8. 

DECIMOSÉPTIMO. Respecto a la reparación civil, el artículo 92 del CP, 

textualmente prescribe: “La reparación civil se determina conjuntamente con la 

pena y es un derecho de la víctima que debe efectivizarse durante el tiempo que 

dure la condena. El juez garantiza su cumplimiento”9. Esta disposición dota a la 

responsabilidad civil en el marco de un proceso penal, la calidad de un 

principio-garantía para el sistema judicial de la necesidad del debido 

cumplimiento de la reparación civil como parte de la garantía de tutela 

jurisdiccional de la víctima. En ese sentido, la víctima en el proceso penal 

tiene, entre otros derechos, el de obtener una reparación integral del daño 

generado por la comisión del delito10; la cual no puede limitarse a la 

compensación económica que se impone pagar al responsable del daño 

causado.  

Por tanto, una reparación integral comprende necesariamente la 

recuperación psicológica que sufrió la víctima como consecuencia del 

hecho delictivo en su contra, entre los que sin duda cabe considerar los 

7 Artículo 21 del CP. En los casos del artículo 20, cuando no concurra alguno de los requisitos 
necesarios para hacer desaparecer totalmente la responsabilidad, el juez podrá disminuir 
prudencialmente la pena hasta límites inferiores al mínimo legal. 
8 Artículo 300 del C de PP. 1. Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios 
sentenciados, la Corte Suprema solo puede confirmar o reducir la pena impuesta y 
pronunciarse sobre el asunto materia de impugnación. La interdicción de la reformatio in peius 

constituye un derecho implícito del derecho a la tutela procesal efectiva, consagrado en el 
inciso 3, artículo 139, de la Constitución Política. Tiene estrecha relación con el derecho a 
interponer recursos impugnatorios, que deriva del inciso 6 del citado artículo 139. STC 0553-
2005-HC, del 4 de marzo de 2005. También la STC 01918-2002-HC/TC, del 10 de setiembre de 
2002. 
9 Artículo 92 del Código Penal, modificado por la Ley N.º 30838, publicada el 4 de agosto de 
2018. 
10 Como así lo reconoció y especificó esta Corte Suprema de Justicia, en el Acuerdo Plenario 
N.° 4-2019/CIJ-116. Asunto: fj. 19. 
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SALA PENAL TRANSITORIA 
RECURSO DE NULIDAD N.° 1235-2019 
AYACUCHO 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

delitos contra la indemnidad y libertad sexual, con especial atención en el 

caso de menores de edad y personas con discapacidad. 

DECIMOCTAVO. En este caso, la agraviada constituida en parte civil 

solicitó el pago de veinte mil soles y el Juzgado Penal lo fijó en cinco mil 

soles. Al respecto, en atención a la naturaleza delictiva por las secuelas 

físicas y psicológicas, el monto fijado debió ser mayor. Sin embargo, no es 

posible su incremento de acuerdo con el principio de prohibición de la 

reforma en peor dado que no ha sido impugnado este extremo11. En ese 

aspecto, debe ratificarse el monto fijado de cinco mil nuevos soles. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces y las juezas integrantes de la Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, ACORDARON: 

I. Declarar NO HABER NULIDAD en la sentencia de vista del veintiuno de

junio de dos mil diecisiete, emitida por la Primera Sala Penal Liquidadora 

de Huamanga de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, que 

confirmó la de primera instancia del once de noviembre de dos mil 

dieciséis (foja 283), que condenó a MARCIAL EUSEBIO QUISPE BARRIAL como autor 

del delito contra la libertad sexual en la modalidad de violación sexual, 

en perjuicio de la persona identificada con las iniciales D. C. L., y le 

impuso cuatro años de pena privativa de la libertad suspendida en su 

ejecución por el plazo de tres años, y fijó el pago de cinco mil nuevos 

soles como reparación civil a favor de la agraviada, con lo demás que 

contiene. 

11 Artículo 300 del C de PP. 4. Si el recurso de nulidad se refiere a la reparación civil, la Corte 
Suprema en todos los casos solo podrá decidir en los estrictos ámbitos de la pretensión 
impugnatoria. La cuestión de si la prohibición de la reformatio in peius comprende o no a la 
reparación civil, debe ser resuelta positivamente. La prohibición de reforma en peor, cuando 
la impugnación solo ha sido efectuada por algunas de las partes –como el sentenciado– 
impide que el órgano jurisdiccional de alzada pueda aumentar el monto de la reparación 
civil. STC N.° 806-2006-PA, del 13 de marzo de 2006. 



                        

13 

SALA PENAL TRANSITORIA 
RECURSO DE NULIDAD N.° 1235-2019 
AYACUCHO 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
DE LA REPÚBLICA 

II. ORDENAR se notifique la presente ejecutoria suprema a las partes

apersonadas a esta instancia, se devuelvan los actuados al Tribunal Superior 

de origen y se archive el cuadernillo. 

S. S.  
PRADO SALDARRIAGA 

BROUSSET SALAS 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS 

GUERRERO LÓPEZ 

SYCO/wrqu



EXP. N.° 03556-2012-PHC/TC

JUNÍN

SERAFÍN MARTÍN

ESTRADA QUISPE

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 24 días del mes de setiembre de 2012 la Sala Segunda del 

Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados 

Beaumont Callirgos, Mesía Ramirez y Eto Cruz, pronuncia la siguiente sentencia. 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jorge Luis Rojas 

Paredes contra la resolución expedida por la Tercera Sala Penal de la Corte 

Superior de Justicia de Junín, de fojas 39, su fecha 9 de julio de 2012, que declaró 

improcedente in límine la demanda de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 24 de abril del 2012, don Jorge Luis Rojas Paredes, interpone demanda 

de hábeas corpus a favor de don Serafín Martín Estrada Quispe contra los 

magistrados integrantes de la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia 

de Junín, señores Chaparro Guerra, Gonzales Solís y Torres Gonzales. Alega la 

amenaza al derecho a la libertad personal de don Serafín Martín Estrada Quispe. 

Solicita que se declare la nulidad de la sentencia de fecha 20 de marzo del 2012, 

en el extremo que confirma el pago de la reparación civil como regla de conducta. 

El recurrente sostiene que el Segundo Juzgado Penal de Huancayo, con fecha 3 de 

noviembre del 2011, condenó a don Serafín Martín Estrada Quispe a cuatro años 

de pena suspendida por el período de dos años por el delito contra la vida, el cuerpo 

y la salud en la modalidad de homicidio culposo, estableciendo como una regla de 

conducta el pago de una reparación civil ascendente a la suma de S/. 5 000 (cinco 

mil nuevos soles); y que esta sentencia fue confirmada por la Primera Sala Penal 

de la Corte Superior de Justicia de Junín, con fecha 20 de marzo del 2012, por lo 

que su derecho a la libertad personal se encuentra amenazado, pues se ha 

inhabilitado su licencia de conducir, por lo que ya no puede seguir trabajando de 

chofer, lo que producirá su inminente detención por deudas. 

El Cuarto Juzgado Penal de Huancayo, con fecha 24 de abril del 2012, declaró 

improcedente in límine la demanda por considerar que el pago de la reparación 

Usuario
Resaltado



civil es una condición de la ejecución de la pena, por lo que ante su incumplimiento 

es legítimo revocar la decisión de su suspensión. 

La Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Junín confirmó la apelada 

por similar fundamento. 

El recurrente en el recurso de agravio constitucional reitera los fundamentos de la 

demanda. 

FUNDAMENTOS 

1.  Delimitación del petitorio

El recurrente solicita que se declare la nulidad de la sentencia de fecha 20 de marzo 

del 2012, expedida por la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de 

Junín, en el extremo que confirma el pago de la reparación civil ascendente a la 

suma de S/. 5000.00 (cinco mil nuevos soles) por parte de don Serafín Martín 

Estrada Quispe. Alega la amenaza a su derecho a la libertad personal. 

2. Consideraciones previas

El Cuarto Juzgado Penal de Huancayo declaró improcedente in limine la demanda, 

pronunciamiento que fue confirmado por la Tercera Sala Penal de la Corte 

Superior de Justicia de Junín. Sin embargo, en atención a los principios de 

celeridad y economía procesal, este Tribunal considera pertinente emitir un 

pronunciamiento de  fondo, respecto a la supuesta amenaza al derecho a la libertad 

personal de don Serafín Martín Estrada Quispe, toda vez que en autos aparecen los 

elementos necesarios para ello. 

3. Sobre la afectación del derecho a la libertad personal (artículo 2º, inciso

24, de la Constitución)

3.1 Argumentos del demandante 

El recurrente aduce que la libertad personal de don Serafín Martín Estrada Quispe 

se ve amenazada al no poder cumplir con el pago de la reparación civil, por lo que 

podría revocársele la suspensión de la ejecución de la pena y terminar preso por 

deudas. 

3.2. Consideraciones del Tribunal Constitucional 



La libertad personal es un derecho subjetivo reconocido en el inciso 24) del artículo 

2.° de la Constitución Política del Perú; y, como todo derecho fundamental, no es 

un derecho absoluto, pues  su ejercicio se encuentra regulado y puede ser 

restringido mediante ley. 

El hábeas corpus es un proceso constitucional al que tiene derecho cualquier 

persona para solicitar la salvaguarda de su libertad personal y de otros derechos 

conexos a ésta. En la sentencia recaída en el Expediente N.º 2663-2003-HC/TC, el 

Tribunal Constitucional ha señalado que el “hábeas corpus  preventivo” es el 

proceso que “(...) podrá ser utilizado en los casos en que, no habiéndose concretado 

la privación de la libertad, existe empero la amenaza cierta e inminente de que ello 

ocurra, con vulneración de la Constitución o la ley de la materia. Al respecto, es 

requisito sine qua non de esta modalidad que los actos destinados a la privación de 

la libertad se encuentren en proceso de ejecución; por ende, la amenaza no debe 

ser conjetural ni presunta”. 

El artículo 2º del Código Procesal Constitucional prescribe que “los procesos 

constitucionales de hábeas corpus, amparo y hábeas data proceden cuando se 

amenace o viole los derechos constitucionales por acción u omisión  de actos de 

cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona. 

Cuando se invoque la amenaza de violación, ésta debe ser cierta y de inminente 

realización”. Para determinar si la amenaza de un derecho es inminente hay que 

establecer, en primer lugar, la diferencia entre actos futuros remotos y actos futuros 

inminentes. Los primeros son aquellos actos inciertos que pueden o no suceder, 

mientras que los segundos son los que están próximos a realizarse, es decir, su 

comisión es casi segura y en un tiempo breve (STC N.° 2484-2006-PHC/TC). 

Además de acuerdo con lo antes señalado, la amenaza debe reunir determinadas 

condiciones tales como: a) que la amenaza a la libertad sea cierta, es decir, que 

exista un conocimiento seguro y claro de la amenaza a la libertad, dejando de lado 

conjeturas o presunciones; y, b) la inminencia de que se produzca el acto 

vulnerador, esto es, que se trate de un atentado a la libertad personal que esté por 

suceder prontamente o en proceso de ejecución, no reputándose como tal a los 

simples actos preparatorios. 

En el caso de autos, no se presentan las condiciones para que se configure una 

amenaza cierta ni inminente al derecho a la libertad personal del favorecido, pues 

de los documentos que obran en autos, se tiene que la suspensión de la pena no ha 

sido revocada y, en caso esto hubiera sucedido, sólo cabría pronunciamiento 

respecto de una resolución judicial firme. 

El Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N.º  1428-

2002-HC/TC (fundamento 2) ha precisado que la exigencia del pago de la 



reparación del daño ocasionado por la comisión del delito, como regla de conducta 

cuya inobservancia derivaría en la revocación de la suspensión de la pena, tiene 

asidero en que dicha obligación no es de naturaleza civil, por cuanto, al encontrarse 

dentro del  ámbito del Derecho Penal, se constituye en una condición para la 

ejecución de la pena; consecuentemente, “no es que se privilegie el 

enriquecimiento del erario nacional o el carácter disuasorio de la pena en 

desmedro de la libertad individual del condenado, sino, fundamentalmente, la 

propia eficacia del poder punitivo del Estado y los principios que detrás de ella 

subyacen, como son el control y regulación de las conductas de acuerdo con 

ciertos valores y bienes jurídicos 

que   se   consideran   dignos   de   ser   tutelados”. 

Por lo expuesto, este Tribunal declara que en el presente caso no existe amenaza 

al derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 2º inciso 24, de la 

Constitución. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 

confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar INFUNDADA la demanda en lo que se refiere a la amenaza al derecho a 

la libertad personal. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

BEAUMONT CALLIRGOS 

MESÍA RAMIREZ  

ETO CRUZ 
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